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Introducción 



En el epígrafe XII de la Exposición de Motivos de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero, encontramos la referencia a los nuevos procesos judiciales cuando se nos dice que se articulan con carácter general dos cauces distintos para la tutela jurisdiccional declarativa: de un lado, la del proceso que, por la sencillez expresiva de la denominación, se da en llamar «juicio ordinario» y, de otro, la del «juicio verbal». Estos procesos acogen, en algunos casos gracias a disposiciones particulares, los litigios que hasta ahora se ventilaban a través de cuatro procesos ordinarios (el de mayor cuantía, menor cuantía, verbal y cognición), así como todos los incidentes no regulados expresamente, con lo que cabe suprimir también el procedimiento incidental común. Y la nueva Ley permite también afrontar, sin merma de garantías, los asuntos que eran contemplados hasta hoy en más de una docena de leyes distintas de la procesal civil común. Buena prueba de ello son la disposición derogatoria y las disposiciones finales. Así, pues, se simplifican, con estos procedimientos, los cauces procesales de muchas y muy diversas tutelas jurisdiccionales. Lo que no se hace, porque carecería de razón y sentido, es prescindir de particularidades justificadas, tanto por lo que respecta a presupuestos especiales de admisibilidad o procedibilidad como en lo relativo a ciertos aspectos del procedimiento mismo.

Se sigue diciendo en la Exposición de Motivos que lo exigible y deseable no es unificar a ultranza, sino suprimir lo que resulta innecesario y, sobre todo, poner término a una dispersión normativa a todas luces excesiva. No cabe, por otra parte, ni racional ni constitucionalmente, cerrar el paso a disposiciones legales posteriores, sino solo procurar que los preceptos que esta Ley contiene sean, por su previsión y flexibilidad, suficientes para el tratamiento jurisdiccional de materias y problemas nuevos. La Ley diseña los procesos declarativos de modo que la inmediación, la publicidad y la oralidad hayan de ser efectivas. En los juicios verbales, por la trascendencia de la vista; en el ordinario, porque tras demanda y contestación, los hitos procedimentales más sobresalientes son la audiencia previa al juicio y el juicio mismo, ambos con la inexcusable presencia del juzgador.

Además en el epígrafe XIX se mencionan los llamados «procesos especiales» imprescindibles. En primer lugar, los que, con inequívocas e indiscutibles particularidades, han de servir de cauce a los litigios en asuntos de capacidad, filiación y matrimoniales. Se trae así a la Ley Procesal Común, terminando con una situación deplorable, lo que en ella debe estar, pero que hasta ahora se ha debido rastrear o incluso deducir de disposiciones superlativamente dispersas, oscuras y problemáticas. En segundo lugar, los procesos de división judicial de patrimonios, rúbrica bajo la que se regulan la división judicial de la herencia y el nuevo procedimiento para la liquidación del régimen económico matrimonial, que permitirán solventar cuestiones de esa índole que no se hayan querido o podido resolver sin contienda judicial. Y, por último, dos procesos en cierto modo más novedosos que los anteriores: el juicio monitorio y el proceso cambiario.

Dicho lo anterior, por lo que se refiere a los «procesos declarativos», la Ley Procesal los contempla en el Libro II, Título I, disposiciones comunes, y en el Capítulo I, las reglas para determinar el proceso correspondiente.

Art. 248. Clases de procesos declarativos.


	
1. Toda contienda judicial entre partes que no tenga señalada por la Ley otra tramitación, será ventilada y decidida en el proceso declarativo que corresponda. 

	
2. Pertenecen a la clase de los procesos declarativos: 
	
1.º El juicio ordinario. 

	
2.º El juicio verbal. 





	
3. Las normas de determinación de la clase de juicio por razón de la cuantía solo se aplicarán en defecto de norma por razón de la materia. 



Art. 249. Ámbito del juicio ordinario.


	
1. Se decidirán en el juicio ordinario, cualquiera que sea su cuantía: 
	
1.º Las demandas relativas a derechos honoríficos de la persona. 

	
2.º Las que pretendan la tutela del derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen, y las que pidan la tutela judicial civil de cualquier otro derecho fundamental, salvo las que se refieran al derecho de rectificación. En estos procesos, será siempre parte el Ministerio Fiscal y su tramitación tendrá carácter preferente. 

	
3.º Las demandas sobre impugnación de acuerdos sociales adoptados por Juntas o Asambleas Generales o especiales de socios o de obligacionistas o por órganos colegiados de administración en entidades mercantiles. 

	
4.º Las demandas en materia de competencia desleal, defensa de la competencia, en aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o de los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia, propiedad industrial, propiedad intelectual y publicidad, siempre que no versen exclusivamente sobre reclamaciones de cantidad, en cuyo caso se tramitarán por el procedimiento que les corresponda en función de la cuantía que se reclame. No obstante, se estará a lo dispuesto en el punto 12 del apartado 1 del art. 250 de esta Ley cuando se trate del ejercicio de la acción de cesación en defensa de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los consumidores y usuarios en materia de publicidad. 

	
5.º Las demandas en que se ejerciten acciones relativas a condiciones generales de contratación en los casos previstos en la legislación sobre esta materia, salvo lo dispuesto en el punto 12 del apartado 1 del art. 250. 

	
6.º Las que versen sobre cualesquiera asuntos relativos a arrendamientos urbanos o rústicos de bienes inmuebles, salvo que se trate de reclamaciones de rentas o cantidades debidas por el arrendatario o del desahucio por falta de pago o por extinción del plazo de la relación arrendaticia. 

	
7.º Las que ejerciten una acción de retracto de cualquier tipo. 

	
8.º Cuando se ejerciten las acciones que otorga a las Juntas de Propietarios y a éstos la Ley de Propiedad Horizontal, siempre que no versen exclusivamente sobre reclamaciones de cantidad, en cuyo caso se tramitarán por el procedimiento que corresponda. 





	
2. Se decidirán también en el juicio ordinario las demandas cuya cuantía exceda de 6.000 euros y aquéllas cuyo interés económico resulte imposible de calcular, ni siquiera de modo relativo. 



Art. 250. Ámbito del juicio verbal.


	
1. Se decidirán en juicio verbal, cualquiera que sea su cuantía, las demandas siguientes: 
	
1.º Las que versen sobre reclamación de cantidades por impago de rentas y cantidades debidas y las que, igualmente, con fundamento en el impago de la renta o cantidades debidas por el arrendatario, o en la expiración del plazo fijado contractual o legalmente, pretendan que el dueño, usufructuario o cualquier otra persona con derecho a poseer una finca rústica o urbana dada en arrendamiento, ordinario o financiero o en aparcería, recuperen la posesión de dicha finca. 

	
2.º Las que pretendan la recuperación de la plena posesión de una finca rústica o urbana, cedida en precario, por el dueño, usufructuario o cualquier otra persona con derecho a poseer dicha finca. 

	
3.º Las que pretendan que el tribunal ponga en posesión de bienes a quien los hubiere adquirido por herencia si no estuvieren siendo poseídos por nadie a título de dueño o usufructuario. 

	
4.º Las que pretendan la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por quien haya sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute. 

	
5.º Las que pretendan que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la suspensión de una obra nueva. 

	
6.º Las que pretendan que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la demolición o derribo de obra, edificio, árbol, columna o cualquier otro objeto análogo en estado de ruina y que amenace causar daños a quien demande. 

	
7.º Las que, instadas por los titulares de derechos reales inscritos en el Registro de la Propiedad, demanden la efectividad de esos derechos frente a quienes se oponga a ellos o perturben su ejercicio, sin disponer de título inscrito que legitime la oposición o la perturbación. 

	
8.º Las que soliciten alimentos debidos por disposición legal o por otro título. 

	
9.º Las que supongan el ejercicio de la acción de rectificación de hechos inexactos y perjudiciales. 

	
10.º Las que pretendan que el tribunal resuelva, con carácter sumario, sobre el incumplimiento por el comprador de las obligaciones derivadas de los contratos inscritos en el Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles y formalizados en el modelo oficial establecido al efecto, al objeto de obtener una sentencia condenatoria que permita dirigir la ejecución exclusivamente sobre el bien o bienes adquiridos o financiados a plazos. 

	
11.º Las que pretendan que el tribunal resuelva, con carácter sumario, sobre el incumplimiento de un contrato de arrendamiento financiero o contrato de venta a plazos con reserva de dominio, siempre que en ambos casos estén inscritos en el Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles y formalizados en el modelo oficial establecido al efecto, mediante el ejercicio de una acción exclusivamente encaminada a obtener la inmediata entrega del bien al arrendador financiero o al vendedor o financiador en el lugar indicado en el contrato, previa declaración de resolución de éste, en su caso. 

	
12.º Las que supongan el ejercicio de la acción de cesación en defensa de los intereses colectivos y difusos de los consumidores y usuarios. 

	
13.º Las que pretendan la efectividad de los derechos reconocidos en el art. 160 del Código Civil. En estos casos el juicio verbal se sustanciará con las peculiaridades dispuestas en el Capítulo I del Título I del Libro IV de esta Ley. 





	
2. Se decidirán también en el juicio verbal las demandas cuya cuantía no exceda de 6.000 euros y no se refieran a ninguna de las materias previstas en el apartado 1 del artículo anterior. 



A la vista del apartado 3 del art. 248 LEC, los juicios declarativos ordinarios y verbales, van a estar determinados en cuanto a su aplicación por cuestiones referidas a la materia de que se trate, ya que la cuantía lo será en defecto de aquélla. El criterio de la cuantía, que debe estar señalada en la demanda, pero que en realidad se refiere más propiamente al valor de la pretensión deducida por aquélla, garantiza un principio de normalidad a la hora de acudir a la tutela judicial, ya que viene a representar un criterio objetivo y general dado el inequívoco interés patrimonial presente en la mayoría de las controversias de carácter civil. Así que la cuantía viene a tener una consideración de norma de cierre en el proceso ordinario y en el proceso verbal, y de aplicación subsidiaria.

Por lo que se refiere a los «procesos especiales», éstos vienen regulados en el Libro IV, Título I, de los procesos sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores; Título II, de la división judicial de patrimonios, con el procedimiento para la división de la herencia, y el procedimiento para la liquidación del régimen económico matrimonial; Título III, con los procesos monitorio y cambiario.

Art. 748. Ámbito de aplicación del presente Título.

Las disposiciones del presente Título serán aplicables a los siguientes procesos:


	
1.º Los que versen sobre la capacidad de las personas y los de declaración de prodigalidad. 

	
2.º Los de filiación, paternidad y maternidad. 

	
3.º Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio y los de modificación de medidas adoptadas en ellos. 

	
4.º Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos menores. 

	
5.º Los de reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones eclesiásticas en materia matrimonial. 

	
6.º Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores. 

	
7.º Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción. 



Título II, de la división judicial de patrimonios. Capítulo I, de la división de la herencia. Capítulo II, del procedimiento para la liquidación del régimen económico matrimonial.

Art. 782. Solicitud de división judicial de la herencia.

	
1. Cualquier coheredero o legatario de parte alícuota podrá reclamar judicialmente la división de la herencia, siempre que ésta no deba efectuarla un comisario o contador-partidor designado por el testador, por acuerdo entre los coherederos o por resolución judicial. 


Art. 806. Ámbito de aplicación.

La liquidación de cualquier régimen económico matrimonial que, por capitulaciones matrimoniales o por disposición legal, determine la existencia de una masa común de bienes y derechos sujeta a determinadas cargas y obligaciones se llevará a cabo, en defecto de acuerdo entre los cónyuges, con arreglo a lo dispuesto en el presente Capítulo y a las normas civiles que resulten aplicables.

Título III, de los procesos monitorio y cambiario. Capítulo I, del proceso monitorio. Capítulo II, del juicio cambiario.

Art. 812. Casos en que procede el proceso monitorio.

	
1. Podrá acudir al proceso monitorio quien pretenda de otro el pago de deuda dineraria, vencida y exigible, de cantidad determinada que no exceda de 250.000 euros, cuando la deuda de esa cantidad se acredite en forma oportuna. 


Art. 819. Casos en que procede (por el cambiario).

Solo procederá el juicio cambiario si, al incoarlo, se presenta letra de cambio, cheque o pagaré que reúnan los requisitos previstos en la Ley cambiaria y del cheque.






Los juicios declarativos ordinarios 



1.  DEMANDAS RELATIVAS A DERECHOS HONORÍFICOS DE LA PERSONA

Estos procedimientos venían encuadrados en el ámbito de aplicación del antiguo juicio declarativo ordinario de Mayor Cuantía del art. 483 n.º 2 LEC de 1881. Actualmente tienen cabida en el mismo todos aquellos litigios referidos a títulos nobiliarios.

Con relación al citado art. 483 se dictó el Real Decreto de 13 de diciembre de 1922 en cuyo art. 1.º delimitaba el ámbito de su aplicación, que lo era de aquellos pleitos en los que se suscitasen cuestiones acerca de la posesión o mejor derecho a Grandezas de España, con o sin título, y a los Títulos del Reino, siendo parte en dichas demandas el Ministerio Fiscal, cuya intervención lo era para procurar la pureza del procedimiento y de evitar toda transacción entre demandante y demandado por opuesta a las normas de sucesión en dignidades nobiliarias, y en casos de no contestación a la demanda o de allanamiento, examinar la cuestión y cerciorarse de que, a su juicio, asiste mejor derecho al demandante. Tal era la importancia de la intervención del Ministerio Fiscal que motivó una Circular de la Fiscalía del Tribunal Supremo de 27 de noviembre de 1922 en que ordenaba la intervención del Ministerio Público pero adscrito a las Audiencias Territoriales, no los delegados del Ministerio Fiscal, ni los fiscales de las Audiencias Provinciales.

La Constitución señala en el art. 62 f) que corresponde al Rey la concesión de honores y distinciones con arreglo a las leyes.

La Orden del Ministerio de Justicia de 8 de octubre de 1999 promulgó los Estatutos de la Diputación Permanente y Consejo de la Grandeza de España en cuyo art. 1 indica que forman la Grandeza de España los que ostentaren el honor de Grande de España con arreglo a las Leyes del Reino, y son Títulos del Reino de España quienes, sin estar comprendidos en el apartado anterior, ostentaron un título nobiliario con arreglo a las Leyes del Reino. En su art. 2, que la relación de los Grandes y Títulos del Reino se publicará anualmente por Diputación Permanente y Consejo, y en ella figurarán los nombres, apellidos y títulos de cada uno de los Grandes y Títulos del Reino.

La sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 14 de febrero de 1996, a los efectos puramente sustantivos, se pronunció de la siguiente manera: Los títulos nobiliarios, aunque no tienen el contenido privilegiado que tuvieron en otras épocas, puesto que constituyen una mera prerrogativa honorífica, están sujetos a una rigurosa legalidad en cuanto a su adquisición, transmisión, uso, rehabilitación y protección frente a terceros, cuya reglamentación y control les hace tener una naturaleza jurídica similar a la del derecho al nombre, debiendo tener muy presente que han de ser concedidos precisamente por el Rey, lo que determina en ellos una falta de disponibilidad y transacción, hasta el punto de que en todo proceso sobre la materia ha de ser parte necesariamente el Ministerio Público, y así lo ha venido entendiendo reiteradamente la doctrina del Tribunal Supremo.

La Ley Procesal Civil vigente ordena el cauce procesal por las normas del Juicio Ordinario. La Disposición Derogatoria no contiene una norma específica que se refiera a estas materias, aunque sí una cláusula general de aplicación por remisión al art. 2 CC en cuanto deben considerarse derogadas cuantas normas se opongan o sean incompatibles con lo dispuesto en la presente Ley.

Lo único que podríamos cuestionarnos es la intervención actual del Ministerio Fiscal en este tipo de procesos al no decirse nada al respecto, pero debemos admitirla por una norma de general aplicación, el vigente art. 541 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 6/1985, de 1 de julio, modificada por LO 19/2003, de 23 de diciembre (en adelante LOPJ), que indica que el Ministerio Fiscal tiene por misión promover la acción de la Justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social. Como en esta materia converge no solamente el interés privado de las partes contendientes, sino también el interés público y el social, debemos admitir que será siempre parte en este juicio ordinario el Ministerio Fiscal.

Convendrá también hacer referencia a la Ley 33/2006, de 30 de octu- bre, de la Jefatura del Estado, sobre igualdad del hombre y la mujer en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios (BOE n.º 260, de 31 de octubre), la que en su Exposición de Motivos nos dice:

Actualmente la posesión de un título nobiliario no otorga ningún estatuto de privilegio, al tratarse de una distinción meramente honorífica cuyo contenido se agota en el derecho a usarlo y a protegerlo frente a terceros.

En la concesión de dignidades nobiliarias de carácter perpetuo, a su naturaleza honorífica hay que añadir la finalidad de mantener vivo el recuerdo histórico al que se debe su otorgamiento, razón por la cual la sucesión en el título queda vinculada a las personas que pertenezcan al linaje del beneficiario de la merced. Este valor puramente simbólico es el que justifica que los títulos nobiliarios perpetuos subsistan en la actual sociedad democrática, regida por el principio de igualdad de todos los ciudadanos ante la ley.

Sin embargo, las normas que regulan la sucesión en los títulos nobiliarios proceden de la época histórica en que la nobleza titulada se consolidó como un estamento social privilegiado, y contienen reglas como el principio de masculinidad o preferencia del varón sin duda ajustadas a los valores del antiguo régimen, pero incompatibles con la sociedad actual en la cual las mujeres participan plenamente en la vida política, económica, cultural y social.

Esta plena igualdad del hombre y la mujer en todas las esferas jurídicas y sociales se reconoce en la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada en Nueva York el 18 de diciembre de 1979, y ratificada por España en 1984.

El principio de plena igualdad entre hombres y mujeres debe proyectarse también sobre las funciones meramente representativas y simbólicas, cuando éstas son reconocidas y amparadas por las leyes. Los sucesivos poseedores de un título de nobleza perpetuo se limitan a mantener vivo el recuerdo de un momento de nuestro pasado histórico. Es justo que la presente Ley reconozca que las mujeres tienen el mismo derecho que los varones a realizar esta función de representar simbólicamente a aquél de sus antepasados que, por sus méritos excepcionales, mereció ser agraciado por el Rey.

Art. 1. El hombre y la mujer tienen igual derecho a suceder en las Grandezas de España y títulos nobiliarios, sin que pueda preferirse a las personas por razón de su sexo en el orden regular de llamamientos.

Art. 2. Dejarán de surtir efectos jurídicos aquellas previsiones de la Real Carta de concesión del título que excluyan a la mujer de los llamamientos o que prefieran al varón en igualdad de línea y de grado o solo de grado en ausencia de preferencia de línea o que contradigan de cualquier modo el igual derecho a suceder del hombre y de la mujer.

En estos supuestos, los jueces y tribunales integrarán el orden sucesorio propio del título aplicando el orden regular de suceder en las mercedes nobiliarias, en el cual, conforme a lo prevenido por el artículo anterior, no se prefiere a las personas por razón de su sexo.

Disposición Transitoria Única.

En la aplicación de la presente Ley a los títulos nobiliarios concedidos antes de su vigencia se observarán las siguientes normas.

1. Las transmisiones del título ya acaecidas no se reputarán inválidas por el hecho de haberse realizado al amparo de la legislación anterior.

2. Si se pretendiera la rehabilitación de un título nobiliario vacante, se reputarán válidas las transmisiones realizadas conforme a la legislación anterior hasta su último poseedor legal, con respecto del cual y observando las previsiones de esta Ley, habrá de acreditarse la relación de parentesco por quien solicite la rehabilitación.

3. No obstante lo previsto por el apartado 1 de esta disposición transitoria, la presente Ley se aplicará a todos los expedientes relativos a Grandezas de España y títulos nobiliarios que el día 27 de julio de 2005 estuvieran pendientes de resolución administrativa o jurisdiccional, tanto en la instancia como en vía de recurso, así como a los expedientes que se hubieran promovido a partir de aquella fecha, en la cual se presentó la originaria proposición de ley en el Congreso de los Diputados. La autoridad administrativa o jurisdiccional ante quien penda el expediente o el proceso concederá de oficio trámite a las partes personadas a fin de que aleguen lo que a su derecho convenga de conformidad con la nueva Ley en el plazo común de cinco días.

4. Quedan exceptuados de lo previsto en el apartado anterior aquellos expedientes en los que hubiera recaído sentencia firme en el momento de la entrada en vigor de la presente Ley.

A los efectos anteriores citaremos la sentencia del TS 251/2008, de 3 de abril de 2008, en la que se dice que aunque resulte plenamente aplicable el principio de preferencia del varón sobre la mujer en igualdad de línea y grado en el derecho nobiliario según lo dispuesto por la Ley anterior a la 33/2006, en el caso debe aplicarse ésta, que cambia el criterio de la masculinidad por el del orden regular de llamamientos en virtud del principio de igualdad de sexos (art. 14 CE). Su aplicación retroactiva se extiende a todos los expedientes pendientes de resolución (administrativa o jurisdiccional) al 27 de julio de 2005 y a los que se hubieren promovido a partir de tal fecha (Disposición Transitoria Única, apartado 3). No se abrigan dudas acerca de la constitucionalidad de dicha norma y se rechaza que contraríe el principio de irretroactividad de las disposiciones restrictivas de derechos individuales (art. 9.3 CE). La prohibición de retroac-tividad impuesta al legislador comprende únicamente las limitaciones a los derechos fundamentales y las libertades públicas, a la esfera general de protección de la persona y a los derechos consolidados. Y la posesión de un título nobiliario no constituye un derecho incorporado al patrimonio de la persona, en la situación propia de un derecho consolidado o agotado. Se trata de un mero «hecho diferencial» de significado simbólico (no material) que queda sujeto al principio de igualdad y al derecho a la no discriminación por razón de sexo. La disciplina establecida en la DTU no resulta incoherente ni falta de justificación lógica que la torne arbitraria. La Sala fija como doctrina jurisprudencial que dicha DTU 3 se refiere no solo a los expedientes administrativos sobre títulos nobiliarios y a los recursos contencioso-administrativos contra las resoluciones dictadas por la Administración, sino también a los procesos entablados ante el orden jurisdiccional civil. Por todo ello, se admite la pretensión de la actora de encontrarse en línea preferente respecto a su hermano por ser primogénita.

Son competentes para el conocimiento de estas demandas los Juzgados de Primera Instancia y en virtud de lo dispuesto en el apartado 1 del art. 85 de la LOPJ 6/1985, de 1 de julio, reformada por LO 19/2003, de 23 de diciembre.

2.  DEMANDAS QUE PRETENDAN LA TUTELA DEL DERECHO AL HONOR, A LA INTIMIDAD Y A LA PROPIA IMAGEN, Y LAS QUE PIDAN LA TUTELA JUDICIAL CIVIL DE CUALQUIER OTRO DERECHO FUNDAMENTAL, SALVO LAS QUE SE REFIERAN AL DERECHO DE RECTIFICACIÓN. EN ESTOS PROCESOS SERÁ SIEMPRE PARTE EL MINISTERIO FISCAL Y SU TRAMITACIÓN TENDRÁ CARÁCTER PREFERENTE

El art. 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (Nueva York, 10 de diciembre de 1948) dice que nadie será objeto de injerencias en su vida privada, su familia, su domicilio o correspondencia, ni de ataques a su honra ni a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.

El Convenio Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Nueva York, 16 de diciembre de 1966), ratificado por España el 30 de abril de 1977, indica que nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación.

La Convención Europea para la salvaguarda de los derechos del hombre y las libertades fundamentales (Roma, 4 de noviembre de 1950), ratificada por España el 24 de noviembre de 1977, en su art. 8 nos dice: Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y correspondencia.

Acudiremos ahora a nuestro Derecho para ver cómo el art. 18 CE en su apartado 1.º dispone que se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

El derecho constitucional al honor, a la intimidad y a la imagen tiene su desarrollo legislativo, entre otras, en las siguientes leyes.

Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona (BOE n.º 3, de 3 de enero).

Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen (BOE n.º 115, de 14 de mayo).

Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de rectificación (BOE n.º 74, de 27 de marzo).

Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal (BOE n.º 262, de 31 de octubre). Derogada por la Disposición Derogatoria Única de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal (BOE n.º 298, de 14 de diciembre). De todas formas viene a responder al contenido del art. 18.4 CE en cuanto dispone la limitación del uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. La finalidad de la ley es hacer frente a los riesgos que para los derechos de la personalidad pueda suponer el acopio y tratamiento de datos por medios informáticos, por lo tanto, se estructura en lo que convencionalmente se denominan «ficheros de datos» y es precisamente su existencia y la utilización que de ellos podrían hacerse lo que justifica la necesidad de la nueva frontera de la intimidad y del honor, por ello se considera esencial la correcta regulación de la cesión de los datos almacenados. No obstante trascribiremos el contenido de los arts. 1 y 2 por lo que es su objeto y ámbito de aplicación.

Art. 1. Objeto. La presente Ley Orgánica tiene por objeto garantizar y proteger, en lo que concierne al tratamiento de los datos personales, las libertades públicas y los derechos fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su honor e intimidad personal y familiar.

Art. 2. Ámbito de aplicación.


	
1. La presente Ley Orgánica será de aplicación a los datos de carácter personal registrados en soporte físico, que los haga susceptibles de tratamiento, y a toda modalidad de uso posterior de estos datos por los sectores público y privado. Se regirá por la presente Ley Orgánica todo tratamiento de datos de carácter personal: 


	
a) Cuando el tratamiento sea efectuado en territorio español en el marco de las actividades de un establecimiento del responsable del tratamiento. 

	
b) Cuando al responsable del tratamiento no establecido en territorio español, le sea de aplicación la legislación española en aplicación de normas de Derecho Internacional público. 

	
c) Cuando el responsable del tratamiento no esté establecido en territorio de la Unión Europea y utilice en el tratamiento de datos medios situados en territorio español, salvo que tales medios se utilicen únicamente con fines de tránsito. 





	
2. El régimen de protección de los datos de carácter personal que se establece en la presente Ley Orgánica no será de aplicación: 
	
a) A los ficheros mantenidos por personas físicas en el ejercicio de actividades exclusivamente personales o domésticas. 

	
b) A los ficheros sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas. 

	
c) A los ficheros establecidos para la investigación del terrorismo y de formas graves de delincuencia organizada. No obstante, en estos supuestos el responsable del fichero comunicará previamente la existencia del mismo, sus características generales y su finalidad a la Agencia Española de Protección de Datos. 





	
3. Se regirán por sus disposiciones específicas, y por lo especialmente previsto, en su caso, por esta Ley Orgánica los siguientes tratamientos de datos personales: 
	
a) Los ficheros regulados por la legislación de régimen electoral. 

	
b) Los que sirvan a fines exclusivamente estadísticos, y estén amparados por la legislación estatal o autonómica sobre la función estadística pública. 

	
c) Los que tengan por objeto el almacenamiento de los datos contenidos en los informes personales de calificación a que se refiere la legislación del régimen del personal de las Fuerzas Armadas. 

	
d) Los derivados del Registro Civil y del Registro Central de penados y rebeldes. 

	
e) Los procedentes de imágenes y sonidos obtenidos mediante la utilización de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de conformidad con la legislación sobre la materia. 







Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor (BOE n.º 15, de 17 de enero).

Veamos algunos conceptos de orden sustantivo.

El derecho al honor

Podemos definirlo como el derecho que toda persona tiene a la propia estimación y a su buen nombre y reputación. Ello implica un significado personalista, esto es, se trata de un valor referido a personas individualmente consideradas, lo cual hace inadecuado hablar del honor de las instituciones públicas o de las clases determinadas del Estado, respecto de las cuales es más correcto, desde el punto de vista constitucional, emplear los términos de dignidad, prestigio y autoridad moral, que son valores que merecen la protección que les dispensa el legislador, pero que no son exactamente identificados con el honor consagrado en la Constitución como derecho fundamental. En este sentido se pronunció la sentencia del Tribunal Constitucional 10/1978. Pero conviene precisar que el derecho al honor es un derecho de la personalidad que tiene un carácter circunstancial ya que está determinado de manera decisiva por las ideas que prevalezcan en cada momento en la sociedad y por el propio concepto que cada persona, según sus propios actos, mantenga al respecto y determine sus pautas de comportamiento. Por ello el honor pone de relieve la necesaria e inevitable circunstancialidad de su concepto ya que debe ponerse necesariamente en relación con el momento, ocasión o circunstancias de tiempo y espacio, o personales, en que son proferidas las expresiones que pudieran tacharse de intromisión ilegítima a dicho derecho fundamental. En conclusión, el honor es la dignidad personal reflejada en la consideración de los demás y en el sentimiento de la propia persona.

Señalaremos dos precisiones constitucionales acerca del carácter personalista.

Sentencia del TC de 23 de marzo de 1987. El derecho al honor, como derecho fundamental, se encuentra integrado por dos aspectos o actitudes íntimamente conexionados, el de la inmanescencia, representada por la estimación que cada persona hace de sí misma, y el de la trascendencia o exterioridad, integrado por el reconocimiento que los demás hacen de nuestra dignidad.

Sentencia del TC de 26 de junio de 1987. El honor, como derecho fundamental de la persona, bien se considere desde el punto de vista de cada concreto individuo, o sea, como sentimiento de la propia dignidad (criterio subjetivo), bien se contemple bajo el prisma del ámbito social que le circunda, como reconocimiento que los demás hacen de nuestra propia dignidad (criterio objetivo), bien incluso si con una posición un tanto ecléctica se estimase el honor enlazando ambas posiciones, es lo cierto que el mismo constituye un derecho fundamental de la persona que ha de ser tutelado por los tribunales.

Y la sentencia del TS de 27 de noviembre de 2008 indica que las expresiones que se afirman atentatorias al honor se han dirigido hacia un colectivo, el de los funcionarios públicos, que al carecer de personalidad jurídica carece también de derechos, entre ellos el de la protección al honor. Únicamente cuando la referencia al colectivo implique, de modo directo y autónomo, un atentado al honor individual de quienes lo integran, cabe admitir que un integrante de ese colectivo reclame para sí la protección. En el caso, las expresiones o imputaciones dirigidas genéricamente a los funcionarios no trascienden en realidad a cada uno de los miembros del colectivo. En consecuencia no puede admitirse que se haya producido una intromisión ilegítima en el derecho al honor individual del demandante del que resulte una lesión en su dignidad personal. Aun cuando ciertamente se incluyen expresiones desafortunadas en relación con el colectivo de funcionarios, su contenido no ha de despertar en el eventual lector sentimientos negativos hacia la actuación de todos los funcionarios y no puede lógicamente entenderse incluida la totalidad de un conjunto de personas tan amplio como el que se integra en la función pública.

El derecho a la intimidad personal y familiar

La intimidad es el poder concedido a una persona sobre el conjunto de actividades que forman su círculo íntimo, personal, y familiar, y que le permite excluir a los extraños de entrometerse en él y de darle una publicidad que no desee el interesado. Se extiende no solo a aspectos de la vida propia y personal, sino también a determinados aspectos de la vida de otras personas con las que guarda una especial y estrecha vinculación, como es la familiar. El derecho a la intimidad se refiere a la vida privada de las personas individuales, en la que nadie debe inmiscuirse sin estar debidamente autorizado, incluyendo la intimidad corporal frente a toda indagación o pesquisa que sobre el cuerpo quiera imponerse contra la voluntad de la persona cuyo sentimiento de poder queda protegido por el Ordenamiento Jurídico en tanto responda a estimaciones o criterios arraigados en la cultura de la comunidad. Pero se han de encontrar los límites a la intimidad atendiendo a los usos sociales, y más concretamente, atendiendo a los propios actos al respecto y a las pautas de comportamiento libremente escogidas y asumidas por cada persona.

Sentencia del TS de 28 de octubre de 1986. La protección de los bienes de la personalidad ha de dispensarse dentro de una intensa relatividad, correlativa a la índole de los mismos, ello se manifestará tratando la personalidad y correlativa intimidad de cada persona y en cada caso según las circunstancias, que operarán decisivamente antes del contraste o confrontación de la norma con la concurrencia concreta; ésta, pues, será configurada, caracterizada e individualizada por o a través de esas circunstancias, escogiendo el juez las más relevantes. Y es que la esfera de la intimidad personal está determinada de manera decisiva por las ideas que prevalezcan en cada momento en la sociedad, y por el propio concepto que cada persona, según sus actos propios, mantenga al respecto y determine sus pautas de comportamiento.

El derecho a la propia imagen

La imagen es la representación gráfica de la figura humana. La imagen es protegida como pertenencia a una persona, y solo puede impedirse que algunos reproduzcan la imagen de otro cuando su publicidad o difusión cause ofensa a la personalidad. La sentencia del TC de 19 de octubre de 1992 define la imagen como la figura, representación, semejanza o apariencia de una cosa, entendiéndose como la representación gráfica de la figura humana mediante un procedimiento mecánico o técnico de reproducción; pero en su sentido jurídico es la facultad del interesado a difundir o publicar su propia imagen y, por ello, su derecho a evitar su reproducción, en tanto en cuanto se trata de un derecho de la personalidad.

La sentencia del TS de 27 de marzo de 1999 vino a decir que el derecho a la propia imagen es el derecho que cada persona individual tiene a que los demás no reproduzcan los caracteres esenciales de su figura sin consentimiento del sujeto, de tal manera que todo acto de captación, reproducción o publicación por fotografía, filme u otro procedimiento de la imagen de una persona en momentos de su vida privada o fuera de ellos supone una vulneración o ataque al derecho fundamental a la imagen, como también lo es la utilización para fines publicitarios, comerciales, o de naturaleza análoga. El derecho se vulnera, también, aunque la reproducción de la imagen de una persona, sin su consentimiento, se haga sin fines publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga.

Las sentencias del TS de 24 de julio, y 13 y 20 de noviembre de 2008 hacen una acertada exégesis del derecho a la intimidad y a la propia imagen. En las mismas se parte del principio de que la publicación inconsentida de la imagen de una persona en un ámbito privado atenta contra sus derechos a la intimidad y a la propia imagen, regla que cede cuando la imagen es tomada en un lugar público. En las sentencias se resuelven cuestiones de publicación de fotografías tomadas y difundidas sin consentimiento expreso de los interesados en lugares privados, lo que excluye la aplicación de la excepción prevista en el art. 8.2 a) LO 1/1982. En un caso, una persona de indudable notoriedad social, es fotografiada en sus momentos de intimidad en el interior de la finca de su propiedad sin su consentimiento, gracias al empleo de medios fotográficos capaces de captar la imagen a distancia. Otro pleito se origina por la publicación de la imagen de una persona, en el interior de su hogar, en estado de enfermedad. Un tercer caso encuentra su causa en la aparición de varias fotografías de una pareja de reconocida notoriedad pública manteniendo un encuentro sexual en el interior de un vehículo deliberadamente estacionado en un lugar de la vía pública ajeno a miradas indiscretas. En todos los casos, se afectaba a la intimidad de las personas puesto que se fotografían escenas acaecidas en reductos claramente privados, como son la casa y un vehículo utilizado como espacio privado aprovechando circunstancias intencionalmente buscadas (oscuridad de la noche, lugar poco frecuentado) para preservar el acceso de terceros a esa esfera reservada de la intimidad. También en todos ellos, no existió consentimiento de los interesados. Se pone de relieve que el derecho a la propia imagen tiene un aspecto positivo, que supone la facultad del interesado de difundir o publicar su propia imagen, sin que ello elimine su facultad, inmersa en la vertiente negativa, de no autorizar o impedir la reproducción de su imagen tratándose de persona de notoriedad o proyección pública que no se encuentre en lugar público. Se exige el consentimiento tanto para capturar la imagen como para difundirla, rechazándose la pretensión de uno de los medios de ampararse en la teoría de los actos propios consistentes en haberse concedido entrevistas o autorizado reportajes con anterioridad en el interior de la finca o por haber revelado públicamente aspectos relacionados con sus relaciones sentimentales. En ninguno de los tres supuestos, las fotografías tenían carácter de interés público. Los usos sociales no justifican indagar en asuntos que pertenecen a la esfera exclusiva de otros y divulgar su resultado con el fin de satisfacer la curiosidad o el chismorreo de los consumidores. Que las revistas pertenezcan, en algún caso, al ámbito de la prensa rosa, desarrollando su labor en el mundo del corazón, no es justificativo para entender que existe interés público, pues éste nada tiene que ver con la satisfacción de la curiosidad morbosa del lector. El retrato de la persona enferma es publicado como principal acompañando un reportaje, cuando hubiera sido posible prescindir de ella por no ser necesaria ni esencial para aquél. La captación y divulgación de la imagen de una persona con un estado de salud delicado tiene un claro carácter estrictamente privado, del mismo modo que lo tiene la sexualidad humana, o la cotidianeidad del hogar. Y justamente por carecer todas estas informaciones de interés público digno de protección, no se justificaba la invasión en los derechos a la intimidad y a la propia imagen. El perjuicio se presume por el hecho de la intromisión ilegítima, y su mayor o menor gravedad repercutirá en la entidad de la indemnización.

La sentencia del TS de 25 de septiembre de 2008 indica: La doctrina constitucional y la de esta Sala vienen distinguiendo entre el aspecto constitucional del derecho a la propia imagen y su aspecto comercial o patrimonial. Los derechos relativos a la explotación comercial de la propia imagen están resguardados por la LO 1/1982, mientras la esfera moral, relacionada con la dignidad humana y con la garantía de un ámbito privado libre de intromisiones ajenas, tiene protección constitucional. Los bienes jurídicos resguardados en ambos supuestos son diferentes y la protección constitucional de este derecho no alcanza su esfera patrimonial. Partiendo del consentimiento prestado por el recurrente a la entrevista realizada en un programa televisivo en el que relata su experiencia en una cárcel española al presentador-recurrido, no puede entenderse que la publicación de esa entrevista en formato libro con el mismo título que el del programa de televisión haya vulnerado el aspecto constitucional del derecho; reservándose el análisis, en todo caso, a su aspecto patrimonial sobre el incumplimiento o no del contrato celebrado entre las partes.

El contenido de la Ley Orgánica 1/1982 de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen

Capítulo I. Disposiciones Generales.

Art. 1.


	
1. El derecho fundamental al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, garantizado por el art. 18 de la Constitución, será protegido civilmente frente a todo género de intromisiones ilegítimas de acuerdo con lo establecido en la presente Ley Orgánica. 

	
2. Cuando la intromisión sea constitutiva de delito, se estará a lo dispuesto en el Código Penal. No obstante, serán aplicables los criterios de esta ley para la determinación de la responsabilidad civil derivada de delito. 

	
3. El derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen es irrenunciable, inalienable e imprescriptible. La renuncia a la protección prevista en esta Ley será nula, sin perjuicio de los supuestos de autorización o consentimiento a que se refiere el art. 2 de esta ley. 



Art. 2.


	
1. La protección civil del honor, de la intimidad y de la propia imagen quedará delimitada por las leyes y por los usos sociales atendiendo al ámbito que, por sus propios actos, mantenga cada persona reservado para sí misma o su familia. 

	
2. No se apreciará la existencia de intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando estuviere expresamente autorizado por Ley o cuando el titular del derecho hubiere otorgado al efecto su consentimiento expreso. (Este precepto añadía... o, por imperativo del art. 71 de la Constitución, cuando se trate de opiniones manifestadas por Diputados o Senadores en el ejercicio de sus funciones. Iniciado un proceso civil en aplicación de la presente Ley, no podrá seguirse contra un Diputado o Senador sin la previa autorización del Congreso de los Diputados o del Senado. La previa autorización será tramitada por el procedimiento previsto para los suplicatorios. Pero esta adición fue declarada inconstitucional por sentencia del Tribunal Constitucional de 18 de enero de 1990.) 

	
3. El consentimiento a que se refiere el párrafo anterior será revocable en cualquier momento, pero habrán de indemnizarse, en su caso, los daños y perjuicios causados, incluyendo en ellos las expectativas justificadas. 



Art. 3.


	
1. El consentimiento de los menores e incapaces deberá prestarse por ellos mismos si sus condiciones de madurez lo permiten, de acuerdo con la legislación civil. 

	
2. En los restantes casos, el consentimiento habrá de otorgarse mediante escrito de su representante legal, quien estará obligado a poner en conocimiento previo del Ministerio Fiscal el consentimiento proyectado. Si en el plazo de ocho días el Ministerio Fiscal se opusiere, resolverá el juez. 



Art. 4.


	
1. El ejercicio de las acciones de protección civil del honor, la intimidad o la imagen de una persona fallecida corresponde a quién ésta haya designado a tal efecto en su testamento. La designación puede recaer en una persona jurídica. 

	
2. No existiendo designación o habiendo fallecido la persona designada, estarán legitimados para recabar la protección el cónyuge, los descendientes, ascendientes y hermanos de la persona afectada que viviesen al tiempo de su fallecimiento. 

	
3. A falta de todos ellos, el ejercicio de las acciones de protección corresponderá al Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancias de persona interesada, siempre que no hubieren transcurrido mas de ochenta años desde el fallecimiento del afectado. El mismo plazo se observará cuando el ejercicio de las acciones mencionadas corresponda a una persona jurídica designada en testamento. 



Art. 5.


	
1. Cuando sobrevivan varios parientes de los señalados en el artículo anterior, cualquiera de ellos podrá ejercer las acciones previstas para la protección de los derechos del fallecido. 

	
2. La misma regla se aplicará, salvo disposición en contrario del fallecido, cuando hayan sido varias las personas designadas en su testamento. 



Art. 6.


	
1. Cuando el titular del derecho lesionado fallezca sin haber podido ejercitar por sí o por su representante legal las acciones previstas en esta ley, por las circunstancias en que la lesión se produjo, las referidas acciones podrán ejercitarse por las personas señaladas en el art. 4. 

	
2. Las mismas personas podrán continuar la acción ya entablada por el titular del derecho lesionado cuando falleciere. 



Capítulo II. De la protección civil del honor, de la intimidad y de la propia imagen.

Art. 7.

Tendrán la consideración de intromisiones ilegítimas en el ámbito de la protección delimitado en el art. 2 de esta Ley:


	
1. El emplazamiento en cualquier lugar de aparatos de escucha, de filmación, de dispositivos ópticos o de cualquier otro medio apto para grabar o reproducir la vida íntima de las personas. 

	
2. La utilización de aparatos de escucha, dispositivos ópticos, o de cualquier otro medio para el conocimiento de la vida íntima de las personas o de manifestaciones o cartas privadas no destinadas a quién haga uso de tales medios, así como su grabación, registro o reproducción. 

	
3. La divulgación de hechos relativos a la vida privada de una persona o familia que afecten a su reputación y buen nombre, así como la revelación o publicación del contenido de cartas, memorias u otros escritos personales de carácter íntimo. 

	
4. La revelación de datos privados de una persona o familia conocidos a través de la actividad profesional u oficial de quien los revela. 

	
5. La captación, reproducción o publicación por fotografía, filme o cualquier procedimiento, de la imagen de una persona en lugares o momentos de su vida privada o fuera de ellos, salvo los casos previstos en el art. 8.2. 

	
6. La utilización del nombre, de la voz o de la imagen de una persona para fines publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga. 

	
7. La divulgación de expresiones o hechos concernientes a una persona cuando la difame o la haga desmerecer en la consideración ajena. 



Art. 8.


	
1. No se reputarán, con carácter general, intromisiones ilegítimas las actuaciones autorizadas o acordadas por la autoridad competente de acuerdo con la ley, ni cuando predomine un interés histórico, científico o cultural relevante. 

	
2. En particular, el derecho a la propia imagen no impedirá: 
	
a) Su captación, reproducción o publicación por cualquier medio, cuando se trate de personas que ejerzan un cargo público o una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen se capte durante un acto público o en lugares abiertos al público. 

	
b) La utilización de la caricatura de dichas personas, de acuerdo con el uso social. 

	
c) La información gráfica sobre un suceso o acaecimiento público cuando la imagen de una persona determinada aparezca como meramente accesoria. Las excepciones contempladas en los párrafos a) y b) no serán de aplicación respecto de las autoridades o personas que desempeñen funciones que por su naturaleza necesiten el anonimato de la persona que las ejerza. 









Art. 9.


	
1. La tutela judicial frente a las intromisiones ilegítimas en los derechos a que se refiere la presente ley podrá recabarse por las vías procesales ordinarias o por el procedimiento previsto en el art. 53.2 de la Constitución. También podrá acudirse, cuando proceda, al recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. 

	
2. La tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas necesarias para poner fin a las intromisiones ilegítimas de que se trate y restablecer al perjudicado en el pleno disfrute de sus derechos, así como para prevenir o impedir intromisiones posteriores. Entre dichas medidas podrán incluirse las cautelares encaminadas al cese inmediato de la intromisión ilegítima, así como el reconocimiento del derecho a replicar, la difusión de las sentencias y la condena a indemnizar los perjuicios causados. 

	
3. La existencia de perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima. La indemnización se extenderá al daño moral que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la lesión efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta, en su caso, la difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido. También se valorará el beneficio que haya obtenido el causante de la lesión como consecuencia de la misma. 

	
4. El importe de la indemnización por el daño moral en el caso del art. 4 corresponderá a las personas a que se refiere su apartado segundo y, en su defecto, a sus causahabientes, en la proporción en que la sentencia estime que han sido afectados. En los casos del art. 6, la indemnización se entenderá comprendida en la herencia del perjudicado. 

	
5. Las acciones de protección frente a las intromisiones ilegítimas caducaran transcurridos cuatro años desde que el legitimado pudo ejercitarlas. 



Tras la exposición del articulado podemos decir que la Ley contiene una declaración de que estos derechos son fundamentales y tienen un rango constitucional y que por tanto su protección lo es tanto desde el punto de vista civil como el penal. Se refuerza el criterio de que son derechos propios de la personalidad, que atribuyen el goce de las facultades corporales y espirituales, siendo atributos esenciales de la naturaleza humana y condición fundamental de su existencia y actividad, algo así como el derecho de la persona a ser fin en sí misma y a afirmarse y desarrollarse como tal.

De ahí sus requisitos:


	
1.ºSon esenciales para la personalidad, innatos y originarios, ya que no necesitan ningún requisito especial, porque nacen y mueren con toda persona. 

	
2.ºSon individuales, privados y absolutos, porque se reconocen a toda persona individualmente, y además son ejercitables erga omnes. 

	
3.ºSon extrapatrimoniales, esto es, quedan fuera del convenio de los hombres, por lo que debemos ratificar que son indisponibles, irrenunciables, inexpropiables, inembargables e imprescriptibles. 



Sin embargo no son ilimitados pues imperativos del interés público pueden hacer que por ley se autoricen expresamente determinadas entradas en el ámbito de la intimidad, que no podrán ser reputadas ilegítimas. Tampoco tendrán este carácter las intromisiones consentidas por el propio interesado, posibilidad ésta que no se opone a la irrenunciabilidad abstracta de estos derechos, pues ese consentimiento no implica la absoluta abdicación de los mismos, sino solo el parcial desprendimiento de algunas de las facultades que los integran. Especial atención se dedica al consentimiento de los menores.

Por otra parte, la nota esencial sobre la protección la constituye la intromisión ilegítima (arts. 7 y 8). Destacaremos algunas pinceladas jurisprudenciales acerca del concepto de intromisión.

La sentencia del TS de 28 de julio de 1995 nos dice que es necesario que por parte del demandado se dé una actividad tendente a la divulgación de expresiones o hechos concernientes a una persona que la difamen o hagan desmerecer a la consideración ajena, por lo que no es bastante para que se produzca intromisión ilegítima en los derechos del recurrente la simple aprobación por el Pleno del Ayuntamiento de determinada moción, al no estar acreditado que se haya procedido a divulgar o difundir la misma por la Corporación Municipal demandada. La expresión de no ser grata la persona del actor a la asociación política demandada no entraña ningún ataque al honor de aquél, al no atribuírsele cualidades o defectos que le puedan hacer desmerecer en el concepto público ni pueden constituir un descrédito a esa persona.

La sentencia de la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Alicante de 24 de febrero de 1996 dice que la divulgación de expresiones o hechos concernientes a una determinada persona que la hagan desmerecer tiene un límite que es el derecho al honor, pero debe distinguirse entre la condición de los afectados, ya que si no se tiene relación con los asuntos públicos, el derecho al honor está en una posición más elevada, pero si los hechos tenidos por ofensivos se encuentran en la contienda pública que se deriva para formar una opinión, el derecho de expresión ha de primar cuando además las palabras y frases utilizadas no producen descalificación gratuita.

Además contiene la Ley el cauce procesal de la protección, al remitir a las vías procesales ordinarias, por un procedimiento basado en los principios de preferencia y de sumariedad, o a través del recurso de amparo. Esto se reproduce en la Disposición Transitoria Segunda, aunque los envíos que se hacen a la Ley de Protección Jurisdiccional hay que considerarlos derogados por cuanto la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil remite a los cauces del Juicio Ordinario, como luego veremos más ampliamente en el trámite procesal. Y también en este orden procesal destacaremos que se regula en la Ley la materia de legitimación activa (arts. 4, 5 y 6); la adopción de medidas cautelares (art. 9), la caducidad de la acción (art. 9), y el alcance de la responsabilidad civil (art. 9).

Nos detendremos ahora solamente en relación a la responsabilidad civil, la que se asienta sobre el principio de la responsabilidad objetiva. Cuando se dan los elementos del acto ilícito, por la intromisión ilegítima, se presume el daño, y éste debe ser en todo caso indemnizado. La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha venido manifestando reiteradamente la obligación de indemnizar siempre que se produzca un ataque al honor, no siendo precisa la existencia de dolo o culpa en el atacante, ni siendo precisa la existencia de una específica intención de dañar o menospreciar (sentencias de 20 de marzo de 1988, 16 de diciembre de 1988 y 4 de febrero de 1993). Por otra parte la responsabilidad siempre es solidaria. Los perjuicios existen y se presumen en todo caso de injerencias o intromisiones ilegítimas acreditadas, y comprenderán no solo la indemnización de los perjuicios materiales, sino también la de los morales, de especial relevancia en este tipo de actos ilícitos. La sentencia del TS de 25 de septiembre de 2008 dice que la fijación del quántum indemnizatorio en cero euros por considerar suficiente la publicación parcial de la sentencia, luego de haberse considerado la existencia del perjuicio, es contrario a lo dispuesto en el art. 9.3 LO 1/1982. La doctrina de la Sala entiende que existe una presunción iuris et de iure de perjuicio con la existencia de intromisión ilegítima, la cual conlleva implícitamente la reparación. La sentencia recurrida analiza el daño moral, teniendo en cuenta las bases del art. 9.3, pues señala el carácter local de la publicación, la difusión de un folleto por una de las ofendidas, la inexistencia de beneficios económicos y la falta de prueba de beneficios políticos; y, sin embargo, no aplica la consecuencia jurídica de concesión de indemnización, consiguiéndose así un resultado de todo punto ilógico y falto de razón que permite revisar la indemnización en casación.

No existe una definición de lo que pudiere entenderse por daño moral, limitándose el Tribunal Supremo en la casi la totalidad de los supuestos a pronunciarse sobre el supuesto daño afectante al caso concreto. Por ello ha reiterado que la cuantía del daño, o mejor y más propiamente, el quántum de la indemnización, en principio no puede ser discutido en casación, sin perjuicio de revisarse las bases que se tuvieron en cuenta para su fijación.

El concepto de daño moral, tal y como ha sido perfilado por la jurisprudencia, está constituido por los perjuicios que sin afectar a las cosas materiales, susceptibles de ser tasadas, tanto en su totalidad como parcialmente en los diversos menoscabos que puedan experimentar, se refieren al patrimonio espiritual, a los bienes inmateriales de la salud, el honor, la libertad y análogos, que son los más estimados, y por ello más sensibles, más frágiles y más cuidadosamente guardados, bienes morales que al no ser evaluables dinerariamente para resarcimiento del mal sufrido cuando son alterados, imposible de lograr íntegramente, deben, sin embargo, ser indemnizados, discrecionalmente, en función del art. 1902 CC, como compensación de los sufrimientos del perjudicado.

Disposición derogatoria. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo previsto en la presente Ley Orgánica.

Disposiciones transitorias.

Primera.(Sin contenido).

Segunda. En tanto no sean desarrolladas las previsiones del art. 53.2 de la Constitución sobre establecimiento de un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad, la tutela judicial de los derechos al honor, la intimidad personal y familiar y a la propia imagen se podrá recabar, con las peculiaridades que establece esta Ley sobre legitimación de las partes, por cualquiera de los procedimientos establecidos en las Secciones II y III de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona. Agotado el procedimiento seguido, quedará expedito el recurso de amparo constitucional en los supuestos a que se refiere el capítulo I del Título III de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional.

Referencia sobre el derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen con relación a los menores

Aunque ya lo hemos trascrito anteriormente al tratar sobre la LO 1/1982, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, conviene hacer una nueva cita de los preceptos que en esta materia se refieren a los menores.

Art. 3.


	
1. El consentimiento de los menores e incapaces deberá prestarse por ellos mismos si sus condiciones de madurez lo permiten, de acuerdo con la legislación civil. 

	
2. En los restantes casos, el consentimiento habrá de otorgarse mediante escrito de su representante legal, quien estará obligado a poner en conocimiento previo del Ministerio Fiscal el consentimiento proyectado. Si en el plazo de ocho días el Ministerio Fiscal se opusiere, resolverá el juez. 



No obstante son más detenidas y específicas las disposiciones que se citan en la LO 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor.

Por lo que afecta al derecho al honor:

Art. 4.


	
1. Los menores tienen derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. Este derecho comprende también la inviolabilidad del domicilio familiar y de la correspondencia, así como del secreto de las comunicaciones. 

	
2. La difusión de información o la utilización de imágenes o nombre de los menores en los medios de comunicación que puedan implicar una intromisión ilegítima en su intimidad, honra o reputación, o que sea contraria a sus intereses, determinará la intervención del Ministerio Fiscal, que instará de inmediato las medidas cautelares y de protección previstas en la ley y solicitará las indemnizaciones que correspondan por los perjuicios causados. 

	
3. Se considerará intromisión ilegítima en el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen del menor, cualquier utilización de su imagen o su nombre en los medios de comunicación que pueda implicar menoscabo de su honra o reputación, o que sea contraria a sus intereses incluso si consta el consentimiento del menor o de sus representantes legales. 

	
4. Sin perjuicio de las acciones de las que sean titulares los representantes legales de los menores, corresponde en todo caso al Ministerio Fiscal su ejercicio, que podrá actuar de oficio o a instancia del propio menor o de cualquier persona interesada, física, jurídica o entidad pública. 

	
5. Los padres o tutores y los poderes públicos respetarán estos derechos y los protegerán frente a posibles ataques de terceros. 



Y con relación al derecho de información y de expresión:

Art. 5.


	
1. Los menores tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información adecuada a su desarrollo. 

	
2. Los padres o tutores y los poderes públicos velaran porque la información que reciban los menores sea veraz, plural y respetuosa con los principios constitucionales. 

	
3. Las Administraciones públicas incentivarán la producción y difusión de materiales informativos y otros destinados a los menores, que respetan los criterios enunciados, al mismo tiempo que facilitarán el acceso de los menores a los servicios de información, documentación, bibliotecas y demás servicios culturales. En particular, velarán porque los medios de comunicación en sus mensajes dirigidos a menores promuevan los valores de igualdad, solidaridad y respeto a los demás, eviten imágenes de violencia, explotación en las relaciones interpersonales o que reflejen un trato degradante o sexista. 



	
4. Para garantizar que la publicidad o mensajes dirigidos a menores o emitidos en la programación dirigida a éstos, no les perjudique moral o físicamente, podrá ser anulada por normas especiales. 

	
5. Sin perjuicio de otros sujetos legitimados, corresponde en todo caso al Ministerio Fiscal y a las Administraciones públicas competentes en materia de protección de menores el ejercicio de las acciones de cese y rectificación de publicidad ilícita. 



Art. 8.


	
1. Los menores gozan del derecho a la libertad de expresión en los términos constitucionalmente previstos. Esta libertad de expresión tiene también su límite en la protección de la intimidad y la imagen del propio menor recogida en el art. 4 de esta ley. 

	
2. En especial, el derecho a la libertad de expresión de los menores se extiende: 
	
a) A la publicación y difusión de sus opiniones. 

	
b) A la edición y producción de medios de difusión. 

	
c) Al acceso a las ayudas que las Administraciones públicas establezcan con tal fin. 





	
3. El ejercicio de este derecho podrá estar sujeto a las restricciones que prevea la Ley para garantizar el respeto de los derechos de los demás o la protección de la seguridad, salud, moral u orden público. 



La sentencia del TS de 19 de noviembre de 2008 dice: Siempre que no medie el consentimiento de los padres o representantes legales de los menores con la anuencia del Ministerio Fiscal, la difusión de cualquier imagen de menores será reputada atentatoria de sus derechos fundamentales y contraria al ordenamiento jurídico. No solo faltó el consentimiento de los padres para que la imagen de sus hijos fuese utilizada en varias ocasiones por el diario demandado, sino que además existió expresa oposición de éstos con la interposición de la demanda. Por tanto, la publicación de las imágenes vulneró el art. 3 LO 1/1982, resultando irrelevante que los niños se encontraran en un lugar público, vestidos de traje típico de la Feria de Sevilla y expuestos en un carro de caballos para ser vistos por todos. La actitud festiva de los padres no comporta autorización a cualquier medio de comunicación, organismo público o particular, para utilizar indiscriminadamente una imagen, por muy bella que sea, de los niños. Dicho consentimiento nunca puede ser tácito, por lo que no puede derivárselo del silencio de los padres a la primera publicación de la fotografía. Por el contrario, el consentimiento debe ser expreso y prestarse por escrito (art. 3.2 LO). No es oportuno acudir a un pretendido interés cultural, pues la referencia al interés cultural no puede ser una «patente de corso» de los organismos oficiales ni particulares para amparar intromisiones ilegítimas en los derechos fundamentales de las personas físicas. Tampoco puede hablarse de accesoriedad de la imagen, desde que aparece de forma destacada y en portada en el medio informativo. Por último, ninguno de los fotografiados sin su consentimiento desempeñan cargo o profesión público de notoriedad; y tratándose de ciudadanos que se esparcían en la vía pública al captarse su imagen, la publicación de la misma con ocasión de una campaña informativa supone intromisión ilegítima en el derecho a la propia imagen (art. 7.5 LO).

La libertad de información y de expresión en relación con el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar, y a la propia imagen

Consideraciones generales

Expuestas las anteriores consideraciones doctrinales, legales y jurisprudenciales acerca de los derechos al honor, a la intimidad personal y a la propia imagen, vamos a hacer ahora un estudio de estos derechos en cuanto suponen un límite a la libertad de expresión y de información.

El art. 20.1 CE dispone que se reconocen y protegen los derechos: a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier medio de reproducción; (...) d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. Que el ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa; y que la ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social dependientes del Estado, o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia. Solo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de resolución judicial.

La Constitución reconoce por separado las libertades de expresión y de información con un carácter de derecho fundamental pero bien sabido que el derecho a la información no es exclusivo de los periodistas, así como el derecho de expresión no es exclusivo del resto de los ciudadanos. El TC en su sentencia de 16 de marzo de 1981 vino a decir que el derecho a comunicar -información- es un derecho del que gozan también, sin duda, todos los ciudadanos, aunque en la práctica sirva, sobre todo, de salvaguarda a quienes hacen de la búsqueda y difusión de la información su profesión específica, y sigue añadiendo que son estos derechos (de expresión y de información), derechos de libertad frente al poder y comunes a todos los ciudadanos, siendo sin duda que quienes hacen profesión de la expresión de ideas u opiniones o de la comunicación de información los ejercen con mayor frecuencia que el resto de sus conciudadanos, pero no derivan de ello ningún privilegio. Pero efectivamente, la libertad de información viene más incardinada en el ejercicio de la profesión de periodista, y así, el mismo TC en sentencia de 27 de octubre de 1987 dice que la libertad de información es, en términos constitucionales, un medio de información de opinión pública en asuntos de interés general, cuyo valor de libertad preferente sobre otros derechos fundamentales, y entre ellos el derecho al honor, viene determinado por su condición de garantía de la opinión pública, que es una institución consustancial al Estado democrático que los poderes públicos tienen especial obligación de proteger. Este valor preferente alcanza su máximo nivel cuando la libertad es ejercitada por los profesionales de la información a través del vehículo institucionalizado de la opinión pública, que es la prensa, entendida en su más amplia aceptación.

La colisión entre el derecho al honor y a la libertad de expresión e información ha de llevarse a cabo teniendo en cuenta la posición prevalente, que no jerárquica, que sobre los denominados derechos de la personalidad del art. 18 n.º 1 CE ostenta el derecho a la libertad de información del art. 20, y ello en consideración al doble carácter de este último, de libertad individual y garantía institucional de una opinión pública indisolublemente unida al pluralismo político dentro de un Estado de Derecho. Y este valor prevalente alcanza su máximo nivel cuando la libertad es ejercitada por los profesionales de la información a través del vínculo institucionalizado de la opinión pública, que es la prensa, entendida en su más amplia acepción. (Sentencias TC 104/1986 y 165/1987, de 27 de octubre). Ahora bien, esa posición prevalente del derecho a la libertad de información solo se mantiene siempre que la información transmitida sea veraz y esté referida a asuntos de relevancia pública que son de interés general por las materias a que se refiere y por las personas que en ellos intervienen, contribuyendo, en consecuencia, a la formación de la opinión pública. Es entonces cuando alcanza su máximo nivel de eficacia justificadora frente al derecho al honor, el cual se debilita, proporcionalmente, como límite externo de las libertades de expresión y de información.

Sentencia del TS de 10 de julio de 1995. En los supuestos de colisión entre el derecho al honor y el derecho a la información debe prevalecer este último cuando la publicada no puede ser calificada de inveraz, recayendo, además, sobre una materia que, por ofrecer interés general a la sociedad, debe ser difundida. La libertad de expresión habrá de considerarse abusiva cuando se traspasen los límites del necesario ejercicio y actitud crítica, mas no cuando se trate de crítica objetiva, incluso denunciante, de cualquier comportamiento con incidencia y trascendencia pública.

Por ello es preciso examinar:

Información veraz.

El valor preferente del derecho de información no significa dejar vacíos de contenido a los derechos fundamentales de las personas afectadas o perjudicadas por la misma, que han de sacrificarse únicamente en la medida que resulte necesario para asegurar la información libre en una sociedad democrática. Por consiguiente, la legitimidad de las informaciones que impliquen una intromisión en estos derechos fundamentales requiere no solo que la información cumpla la condición de la veracidad, sino también que su contenido se desenvuelva en el marco del interés general del asunto a que se refiere, pues, en caso contrario, el derecho a la información se convertirá en una cobertura formal para, excediendo del discurso público en el que debe desenvolverse, atentar sin límite alguno y con abuso del derecho al honor y a la intimidad de las personas con afirmaciones, expresiones o valoraciones que resultan injustificados por carecer de valor alguno en relación con el interés general del asunto concreto.

La comunicación que la CE protege es la que transmite información veraz, pero este requisito no va dirigido tanto a la exigencia de una rigurosa y total exactitud en el contenido de la información, quedando exenta de toda protección o garantía constitucional las informaciones erróneas o no probadas, cuanto a negar esa protección o garantía a quienes, defraudando el derecho de todos a recibir información veraz, actúan con menosprecio de la veracidad o falsedad de lo comunicado, comportándose de manera negligente e irresponsable al transmitir como hechos verdaderos simples rumores carentes de toda constatación o meras invenciones o insinuaciones. El informador, si quiere situarse bajo la protección constitucional, tiene el deber de comprobar la veracidad de los hechos que expone, mediante las oportunas averiguaciones y empleando la diligencia exigible a un profesional. La información rectamente obtenida y difundida es digna de protección, aunque su total exactitud sea controvertible o se incurra en errores circunstanciales que no afectan a la esencia de lo informado.

Sentencia del TC de 12 de noviembre de 1990. La regla de la veracidad no exige que los hechos y expresiones contenidas en la información sean rigurosamente verdaderos, sino que impone un específico deber de diligencia en la comprobación de su veracidad.

Sentencia del TC de 14 de diciembre de 1992. La exigencia de la veracidad no significa que en el supuesto de error se prive de toda protección al informador, sino que se la impone la carga de un específico deber de diligencia, a quién se puede y se debe exigir que los hechos se contrasten con datos objetivos, se comprueben en suma por otras fuentes o cauces. El derecho de todos a la información veraz, del cual son titulares los ciudadanos y los profesionales de los medios, sería defraudado si éstos actuaran eventualmente con menosprecio de la realidad de los datos.

Sentencia del TS de 25 de marzo de 1991. Información veraz significa información comprobada según los cánones de la profesionalidad, excluyendo intenciones, rumores y meras insidias.

Sentencia del TS de 5 de marzo de 1993. El requisito de la veracidad debe interpretarse en el sentido de que la información rectamente obtenida y difundida es digna de protección aunque su total exactitud sea controvertible o se incurra en errores circunstanciales que no afecten a la esencia de lo informado, siempre que se refiera a hechos verdaderos, teniendo presente que con aquéllos suelen aparecer elementos informativos inexactos que habrán de analizarse en cada caso concreto.

Sentencia del TS de 11 de julio de 1995. No se puede imponer al periodista, que recoja las manifestaciones de una persona, el deber de comprobar la veracidad de las mismas. Es improcedente que se obligue al medio periodístico a comprobar la veracidad de lo que dicen los informadores, si estos tienen relación con el asunto o tema del que se informe, se identifican y no ponen inconveniente a la divulgación de cuanto manifiesten.

Sentencia del TS de 15 de julio de 1995. No se pueden fijar apriorísticamente los límites entre la libertad de información y la protección del honor. En esta confrontación de derechos resulta obligado concluir, el de la libertad de información como regla general, debe prevalecer, siempre que la información transmitida sea veraz y esté referida a asuntos públicos que son de interés general por las materias a que se refieren y por las personas que en ellos intervienen. La libertad de información, por mucha ampli- tud que se le dé, no faculta a ningún periodista para hacer una pública relación de unas personas (con plena identificación de las mismas) como presuntos autores de un delito de tanta gravedad en esta caso como un sabotaje (así lo califica el periodista), para cuya noticia se basa única y exclusivamente en tan vaga fuente de conocimiento como es un simple comentario o rumor popular, sin haberse preocupado de contrastar, dentro de los límites exigibles, la veracidad de dicho rumor.

Sentencia del TS de 26 de julio de 1995. Los hechos imputados no se limitan a narrar hechos de veracidad comprobada, sino a formular numerosos juicios de valor que de forma abierta presentan ante la opinión pública a la persona objeto de dichas informaciones como autor real de delitos que están siendo objeto de investigación policial y judicial, pero habiendo quedado sin efecto el procesamiento que se había dictado contra el actual demandante. Debe distinguirse entre información de hechos y valoración de conductas personales, excluyendo del ámbito justificador de la libertad de la información las afirmaciones vejatorias para el honor ajeno, innecesarias para la información pública. La esfera privada, como parte del honor de una persona, incluye circunstancias que, sin ser secretas, ni de carácter íntimo, merecen sin embargo el respeto de todos, porque el derecho a que se garantice la inviolabilidad de su vida privada y particular merece también protección frente a la publicación de hechos particulares o familiares, aunque no sean secretos, prescindiendo de si son ciertos o inciertos.

Relevancia pública de la información

Se exige que la información tenga relevancia pública, bien por las materias a que afecta o bien por las propias personas, pues su ejercicio se justifica en atención a la relevancia social de aquello que se comunica y recibe para contribuir a la formación de la opinión pública.

Sentencia del TC 172/1990. El valor preferente de la libertad de opinión y de información no puede configurarse como absoluto puesto que, si bien es reconocido como derecho fundamental de opinión pública, solamente puede legitimar las informaciones que impliquen una intromisión entre otros derechos fundamentales, cuando tales informaciones guarden congruencia con esa finalidad, es decir, cuando resulten relevantes para la formación de la opinión pública, sobre asuntos de interés general y no lleven la intromisión en la intimidad o el honor de otros mas allá de lo necesario para alcanzar esa finalidad.

Sentencia del TC 240/1992, de 21 de diciembre. El elemento decisivo para la información no puede ser otro que la trascendencia pública del hecho de que se informa, por razón de la relevancia pública de una persona o del propio hecho en el que ésta se ve involucrada, ya que es dicho elemento el que la convierte en noticia de interés general, con la consecuencia de que, en tal caso, el ejercicio del derecho a comunicar libremente información gozará de un carácter preferente sobre otros derechos, incluido el derecho al honor.

Sentencia de la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Alicante de 24 de abril de 1996. Sienta el valor predominante de las libertades públicas del art. 20 CE en cuanto son garantía para la formación de una opinión pública, que es indispensable para una efectiva realización del pluralismo político, y por ello deben ser protegidas cuando se ejercitan en conexión con asuntos de interés general, tanto por las materias a que se refieren como por las personas que intervienen.

Sentencia del TS de 26 de septiembre de 1995. Quienes voluntariamente se dedican a profesiones o actividades con inherente notoriedad pública han de aceptar, como contrapartida, las opiniones aún adversas y las revelaciones de circunstancias de su profesión e incluso personales. El ámbito de la intimidad se reduce correlativamente, como también el del honor, mas sensible cuando de ciudadanos particulares se trata. Esta sentencia viene a hacerse eco de la dictada por el TC el 22 de mayo de 1995 al afirmar que quienes voluntariamente se dedican a profesiones o actividades con una inherente notoriedad pública y actúan en el escenario, real o metafísicamente, bajo la potente luz cegadora de la publicidad constante, es claro que deben aceptar, como contrapartida, las opiniones aun adversas y las revelaciones de circunstancias de su profesión e incluso personales. Esto es predicable en toda su intensidad al caso de quienes ocupan cargos públicos, cualquiera que fuera la institución a la cual sirvan, y como consecuencia de la función que cumplen las libertades de expresión y de información en un sistema democrático, ya que sus titulares deben soportar las críticas o las revelaciones aunque duelan choquen o inquieten.

Recapitulación

A modo de colofón para este apartado citaremos, por su claridad, la sentencia del TC de 30 de junio de 1998.

Tal y como se recuerda en la sentencia 204/1997, este Tribunal ha elaborado un cuerpo consolidado de doctrina en relación a los derechos regulados en el art. 20.1 CE distinguiendo entre los que garantizan la libertad de expresión, cuyo objeto son los pensamientos, ideas y opiniones (concepto amplio que incluye las apreciaciones y los juicios de valor), y, por otra parte, el derecho a comunicar información, que se refiere a la difusión de aquellos hechos que merecen ser considerados como noticiables (sentencia 136/1994). Esta distinción entre pensamientos, ideas y opiniones, de un lado, y comunicación informativa de hechos, de otro, tiene decisiva importancia a la hora de determinar la legitimidad del ejercicio de esas libertades, pues mientras los hechos son susceptibles de prueba, las opiniones o juicios de valor, por su naturaleza abstracta, no se prestan a una demostración de exactitud (sentencia 107/1988), y ello hace que al que ejercita la libertad de expresión no le sea exigible la prueba de la verdad o diligencia en su averiguación (sentencia 223/1992), que condiciona, sin embargo, la legitimidad del derecho de información por expreso mandato constitucional, que ha añadido al término «información» del art. 20.1 d) el adjetivo «veraz» (sentencia 4/1996).

Asimismo, y según reiterada doctrina de este Tribunal, coincidente en lo sustancial con la elaborada por el Tribunal Europeo de los Derechos Humanos al interpretar el art. 10.1 del Convenio Europeo de los Derechos Humanos (sentencia 171/1990), en los supuestos de conflicto entre el derecho a la libre emisión de información y los derechos al honor, la intimidad y la propia imagen garantizados en el art. 18 CE, la adecuada precisión ha de estar presidida por la consideración de las siguientes pautas esenciales, tal como han sido precisadas por la sentencia 132/1995, a saber:

Primero. Tanto la libre comunicación de información como la libertad de expresión ocupan una especial posición en nuestro ordenamiento en razón de su doble carácter de libertad individual y de garantía de la posibilidad de existencia de la opinión pública, indisolublemente unida al pluralismo político propio del Estado democrático (sentencias 104/1986 y 78/1995).

Segundo. Tratándose, más específicamente, de la libertad de información, su correcto ejercicio exige que verse sobre hechos de trascendencia pública, en el sentido de noticiables, y que la información facilitada sea veraz. Reuniendo tales condiciones su ejercicio, en estos casos, prevalece sobre el derecho al honor de los afectados por la información, en tanto en cuanto ésta se encuentra en la base de una sociedad democrática (sentencias 178/1993, y 41 y 320/1994).

Tercero. Entre los elementos a tener en cuenta en la valoración de la trascendencia pública de los hechos divulgados cobran especial relevancia la materia de la información, su interés público y su contribución a la formación de una opinión pública libre, así como la persona objeto de la información, puesto que las personalidades públicas que ejercen funciones públicas o resultan implicadas en asuntos de relevancia pública deben soportar un cierto mayor riesgo de ingerencia en sus derechos de la personalidad que las personas privadas, y el medio de información, en particular, si ha sido difundida por un medio de comunicación social (sentencias 107/1988, 172/1990 y 15/1993).

Cuarto. La veracidad de la información no debe confundirse con una exigencia de concordancia con la realidad incontrovertible de los hechos, sino de una diligente búsqueda de la verdad que asegure la seriedad del esfuerzo informativo (sentencias 219/1992 y 41/1994). Y concretamente, dice la sentencia que se examina de 1998: El requisito constitucional de la veracidad de la información exart. 20.1 d) CE no se halla ordenado a procurar la concordancia entre la información difundida y la verdad material u objetiva de los hechos narrados, de manera tal que proscriba los errores o inexactitudes en que pueda incurrir el autor de aquélla, sino que, más propiamente, se encamina a exigir del informador un específico deber de diligencia en la búsqueda de la verdad de la noticia y en la comprobación de la información difundida, de tal manera que lo que transmita como hechos o noticias haya sido objeto de previo contraste con datos objetivos o con fuentes informativas de solvencia. La garantía constitucional de esta libertad no protege, como ha recordado la sentencia 172/1990, a quienes, defraudando el derecho de todos a recibir información veraz, actúan con menosprecio de la veracidad o falsedad de lo comunicado, comportándose de manera negligente o irresponsable al transmitir como hechos verdaderos simples rumores carentes de toda constatación o meras invenciones o insinuaciones insidiosas. Pero además ha de precisarse que el específico deber de diligencia que incumbe al informador es exigible con diferente grado de intensidad en función de que la noticia se presente como una comunicación neutra, en cuanto procedente de la originaria información de otro medio de comunicación o fuente informativa, de la que simplemente se da traslado (sentencia 336/1993 y 41/1994), o bien se trate de una información asumida por el medio y su autor como propia, en cuyo caso, el deber de diligencia para contrastar la veracidad de los hechos comunicados no justifica atenuación o flexibilización alguna, sino que debe ser requerido con todo rigor.

En resumen, el derecho al honor solo cede ante la libertad de información cuando es veraz y se refiere a asuntos públicos de interés general por las materias sobre las que versa o por las personas que en ellas intervienen (sentencias 240/1992 y 3/1997.

Otros derechos fundamentales

Junto a las demandas que interesen la tutela judicial del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, existen otras demandas que pueden referirse a cualesquiera otros derechos fundamentales. La LEC da respuesta al art. 53.2 CE. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el art. 14 y la Sección Primera del Capítulo 2.º ante los Tribunales Ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Se trata en general de los derechos fundamentales de las personas.

En la Ley se otorga a una materia plural, como son los derechos fundamentales, una consideración unitaria en el ámbito procesal civil. Pero hay que distinguir entre los derechos fundamentales cuya violación se produce en la realidad extraprocesal, y aquellos que, por su sustancia y contenido, solo pueden ser violados o infringidos en el seno de un proceso. Está claro que nos referimos a los primeros, los que pueden y deben ser llevados a un proceso para su rápida protección, y que se tramite con preferencia. El hecho o comportamiento, externo al proceso, generador de la pretendida violación del derecho fundamental, se residencia después jurisdiccionalmente. Esto es lo que quiere decir el concreto precepto constitucional citado cuando habla de la preferencia y la sumariedad, que es, sin duda alguna, una tutela judicial singularmente rápida.

Para estos derechos fundamentales, los que se refieren a bienes jurídicos del ámbito vital extrajudicial, la Ley de Enjuiciamiento Civil establece que los procesos correspondientes se sustancien por un cauce procedimental, de tramitación preferente y más rápido, cual es el Juicio ordinario, con demanda y contestación por escrito, seguidas de vista y sentencia.

Normas procesales

Habiendo analizado anteriormente de forma amplia el carácter sustantivo en la regulación del Derecho al Honor (LO 1982), vamos a centrarnos ahora en las normas de derecho procesal en esta materia, acudiendo en primer lugar a la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona. La misma contenía en sus arts. 11 al 15 el cauce procesal a seguir y con el título de garantía jurisdiccional civil. Se le daba el trámite de los incidentes, y especialmente en cuanto a la sentencia se indicaba que la misma era apelable en ambos efectos y frente a ésta de alzada cabía el recurso de casación o, en su caso, de revisión.

La LO 1/1982, de 5 de mayo, como ya hemos visto, remite a las vías procesales ordinarias. Pero actualmente con la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, el cauce procesal es a través del Juicio Ordinario. Aunque la Ley ofrece normas procesales sobre legitimación activa (arts. 4, 5 y 6); medidas cautelares (art. 9), caducidad de la acción (art. 9), y responsabilidad civil (art. 9). Y la remisión al Juicio Ordinario viene confirmada no solo por el precepto legal (249.1.2.º LEC), sino también por la Disposición Derogatoria Única, punto 2, número 3.º (LEC), la que dispone que quedan derogados los arts. 11, 12, 13, 14 y 15 de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la Persona.

Son competentes para el conocimiento de estas demandas los Juzgados de Primera Instancia y en virtud de lo dispuesto en el apartado 1 del art. 85 LOPJ 6/1985, de 1 de julio, modificada por LO 19/2003, de 23 de diciembre.

3.  DEMANDAS SOBRE IMPUGNACIÓN DE ACUERDOS SOCIALES ADOPTADOS POR JUNTAS O ASAMBLEAS GENERALES O ESPECIALES DE SOCIOS O DE OBLIGACIONISTAS O POR ÓRGANOS COLEGIADOS DE ADMINISTRACIÓN EN ENTIDADES MERCANTILES

Esta materia ha sido conocida desde siempre en la práctica forense con la denominación de «impugnación de acuerdos sociales» y venía regulada en la Ley de Sociedades Anónimas, aprobada por Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre (BOE n.º 310, de 27 de diciembre), con sus últimas modificaciones dadas por la Ley 5/2009, de 29 de junio (BOE n.º 157, de 30 de junio); y en la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad Limitada (BOE n.º 71, de 23 de marzo), con sus modificaciones dadas por la Ley 7/2003, de 1 de abril, de la Sociedad Limitada Nueva Empresa (BOE n.º 70, de 2 de abril); y la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles (BOE n.º 82, de 4 de abril). Legislación especial que sufrió una importante modificación tras la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, la que en sus Disposiciones Derogatoria n.º 2 y Final 3.ª vino a modificar los preceptos de las leyes especiales.

En la Ley de Sociedades Anónimas se contenía la materia en el Capítulo V, de los órganos de la sociedad; Sección Segunda, impugnación de acuerdos sociales. Y en sus artículos 115 a 121, siendo los referidos al proceso los que alcanzó la Ley Procesal Civil. Y en la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada se contenía en el Capítulo V, órganos sociales, artículo 56, con remisión a la anterior.

Pero toda esta materia ha sufrido recientemente un importante cambio tras la Ley 3/2009, de 3 de abril, ya citada, que venía a representar un perfeccionamiento en el Derecho de Sociedades y la que en su Disposición Final Séptima contenía una habilitación al Gobierno a fin de refundir en un único texto y bajo el título «Ley de Sociedades de Capital» las leyes reguladoras de las sociedades de capital. De ahí nace el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital (BOE n.º 161, de 3 de julio), incorporando al mismo el contenido de la Sección 4.ª del título I del libro II del Código de Comercio de 1885, relativa a las sociedades comanditarias por acciones; el Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas; la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad Limitada; y el contenido del título X de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, relativo a las sociedades anónimas cotizadas, y viniendo a derogar precisamente estos textos.

El Título V de la Ley se refiere a la Junta General, y el Capítulo IX a la impugnación de los acuerdos. Veamos su contenido.

Art. 204. Acuerdos impugnables.


	
1. Podrán ser impugnados los acuerdos de las juntas que sean contrarios a la ley, se opongan a los estatutos o lesionen, en beneficio de uno o varios accionistas o de terceros, los intereses de la sociedad. 

	
2. Serán nulos los acuerdos contrarios a la ley. Los demás acuerdos a que se refiere el apartado anterior serán anulables. 

	
3. No procederá la impugnación de un acuerdo social cuando haya sido dejado sin efecto o sustituido válidamente por otro. 



Como indican las sentencias de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 24 de noviembre de 1998, 11 de diciembre de 2000, 7 de marzo, 4 de abril, y 3 de octubre de 2003, entre otras, si al socio accionista el ordenamiento jurídico le otorga la facultad de conformar la voluntad social mediante la emisión del voto, no podía suceder de otra manera que el mismo ordenamiento le confiera, por regla general, a quienes no contribuyeron a la constitución de esa voluntad colectiva, la facultad de impugnar los acuerdos sociales por similares causas a las que invalidan los negocios jurídicos; nulidad por contravención de la ley y anulabilidad por infracción de las obligaciones dimanantes del contrato de sociedad o por lesión a los intereses sociales del acuerdo adoptado con menosprecio u olvido de la causa de dicho contrato, siendo esta facultad de impugnación un verdadero derecho subjetivo, de carácter personal e inherente a la condición de accionista.

Pero es preciso delimitar el objeto procesal y distinguir dentro de él las pretensiones de declaración de nulidad del acuerdo y aquellas otras que tienen por objeto su invalidez. Tanto unas como otras tienen de común el que el bien de la vida sobre el que recaen estriba en un acuerdo social, cuya impugnación se solicita. Al participar los acuerdos sociales de la misma naturaleza que los negocios jurídicos, en principio, no hay ninguna grave dificultad teórica para que los titulares de esa voluntad social puedan, con posterioridad a la adopción del acuerdo, modificarla, siempre y cuando se respeten los derechos adquiridos de buena fe por los terceros. Pero la diferencia está en la distinta entidad de la causa de pedir ya que en las pretensiones de nulidad la impugnación del acuerdo lo es como consecuencia de haberse vulnerado, mediante su adopción, alguna norma imperativa (art. 6.3 CC) y, consecuentemente, el acuerdo social adolece de una nulidad radical y absoluta que no admite posibilidad de sanción alguna; el interés del Estado en que la persona, sea individual o colectiva, no transgreda el Ordenamiento excede de la esfera de la autonomía de voluntad de las propias partes. Otra cosa ocurre cuando se ha infringido una norma de carácter negocial, creada por la voluntad de las partes, como es el caso de las estatutarias, o ha lesionado el interés de la sociedad o en beneficio de algún socio. En tales casos, no estando empeñada cuestión distinta a las de las propias partes, ni prevaleciendo otro interés que el de los miembros que integran la sociedad, habrá que afirmar que el derecho subjetivo de impugnación ostenta carácter de disponible pudiendo sus titulares hacer uso de él tanto en el proceso como extraprocesalmente, pudiendo renunciar al mismo.

Art. 205. Caducidad de la acción de impugnación.


	
1. La acción de impugnación de los acuerdos nulos caducará en el plazo de un año. Quedan exceptuados de esta regla los acuerdos que por su causa o contenido resultaren contrarios al orden público. 

	
2. La acción de impugnación de los acuerdos anulables caducará a los cuarenta días. 

	
3. Los plazos de caducidad previstos en los apartados anteriores se computarán desde la fecha de adopción del acuerdo y, si fuesen inscribibles, desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial del Registro Mercantil. 



Sobre la caducidad de la acción es oportuno recurrir a la sentencia de la Audiencia Provincial de La Coruña de 29 de diciembre de 2005, en la que se contiene, por sus citas, una amplia visión jurisprudencial sobre la institución, y así, dice:


«... como proclama reiteradamente el TC, y en palabras de la sentencia 64/2005 de 14 de marzo, el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) comprende, como manifestación más inmediata, el derecho a obtener de los Jueces y Tribunales una resolución motivada y fundada en Derecho sobre el fondo de las pretensiones oportunamente deducidas ante ellos en el proceso, pero salvo que la procedente sea una resolución de inadmisión en el caso de que concurra causa legal para ello y así se aprecie razonadamente por el órgano judicial (sentencias TC 206/1999, de 8 de noviembre; 198/2000, de 24 de julio; 116/2001, de 21 de mayo; 251/2004, de 20 de diciembre, entre otras), cual es el caso de la caducidad de la acción. En particular, sobre las decisiones judiciales relativas al ejercicio extemporáneo de las acciones, hemos señalado en la sentencia TC 252/2004, de 20 de diciembre (reiterando lo afirmado en las sentencias TC 214/2002, de 11 de noviembre, y 154/2004, de 20 de septiembre), que el instituto de la caducidad de la acción constituye una de las causas legales impeditivas de un pronunciamiento sobre el fondo, y, como tal presupuesto procesal, no vulnera por sí mismo el derecho a la tutela judicial efectiva, como tampoco se deriva ninguna lesión de su correcta apreciación por parte de los órganos judiciales, ya que los plazos en los que las acciones deben ejercitarse no se encuentran a disposición de las partes. A partir de esta premisa la jurisprudencia constitucional ha mantenido respecto a la caducidad el mismo criterio de control de constitucionalidad que para el resto de los plazos procesales; es decir, que su cómputo es una cuestión de legalidad ordinaria, sobre la que únicamente corresponde pronunciarse al órgano judicial, de modo que su excepcional revisión en sede constitucional queda reducida a los supuestos en los que pueda resultar afectado el art. 24.1 CE, por haberse realizado un cómputo manifiestamente erróneo, o se haya apreciado la caducidad sin razonamiento o con razonamiento arbitrario o irrazonable, entendiendo por tal, no toda interpretación que no sea la más favorable, sino la que por excesivo formalismo o rigor revele una clara desproporción entre los fines preservados por las condiciones legales de admisión y los intereses que resultan sacrificados.

En particular, en cuanto al principio pro actione, manifestación del de tutela judicial efectiva, señalar, siguiendo la también reciente sentencia 44/2005 de 28 de febrero, que al abordar la tarea de examinar ex art. 24.1 CE las resoluciones judiciales que cierran el acceso a la jurisdicción y, por tanto, impeditivas de la obtención de una primera respuesta judicial sobre el fondo de los derechos e intereses sometidos a tutela, despliega su máxima eficacia el principio pro actione, exigiéndose por su virtud que los órganos judiciales, cuando interpreten los requisitos procesales legalmente previstos, tengan presente la ratio de la norma con el fin de evitar que los meros formalismos o entendimientos no razonables de las normas procesales impidan un enjuiciamiento de fondo del asunto, vulnerando las exigencias del principio de proporcionalidad (sentencias TC 63/1999, de 26 de abril; 158/2000, de 12 de junio; 252/2000, de 30 de octubre; 72/2002, de 8 de abril; 188/2003, de 27 de octubre; 219/2003, de 15 de diciembre; 220/2003, de 15 de diciembre; 142/2004, de 13 de septiembre, entre otras muchas).

Pero, insistimos, la caducidad de la acción es una de las causas legales impeditivas de un pronunciamiento sobre el fondo y, como tal presupuesto procesal, establecido en aras del principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), no vulnera en sí mismo el derecho a la tutela judicial efectiva siempre que el legislador habilite unos plazos suficientes y adecuados en orden a hacer valer los derechos e intereses legítimos ante los Tribunales, de manera que su tutela no resulte imposible por insuficiencia del plazo concedido al efecto (sentencias TC 77/2002, de 8 de abril; 126/2004, de 19 de julio), siendo en principio cuestión de legalidad ordinaria y de exclusiva competencia de los órganos judiciales, si bien que, si el momento procesal de su apreciación es el del acceso al proceso para la búsqueda de una primera resolución judicial sobre el fondo de las pretensiones esgrimidas, es claro que el juzgador se halla vinculado -como se ha dicho- por la regla hermenéutica pro actione, debiendo quedar marginadas aquellas interpretaciones y aplicaciones de los requisitos legales que por su rigorismo, formalismo excesivo o desproporción entre los fines que preservan y la consecuencia de cierre del proceso, se conviertan en un obstáculo injustificado del derecho a que un órgano judicial resuelva sobre el fondo de la pretensión a él sometida (sentencias TC 218/2001, de 31 de octubre; 13/2002, de 28 de enero; 203/2002, de 28 de octubre; 154/2004, de 20 de septiembre; y 184/2004, de 2 de noviembre); y es que, en estos supuestos, como advierte la sentencia TC 124/2004 de 19 de julio, entre otras muchas, cuando del acceso a la jurisdicción se trata, como consecuencia de la mayor intensidad con la que se proyecta el principio pro actione, los cánones de control de constitucionalidad se amplían, frente a aquellos supuestos en los que se ha obtenido una primera respuesta judicial (sentencia TC 58/2002, de 11 de marzo; 153/2002, de 15 de julio).

Una cosa es eso y otra olvidarnos de aplicar la caducidad cuando la demanda del presente asunto se presentó ante el Juzgado objetivamente competente fuera del plazo legal específicamente previsto en el artículo..., el cual es de caducidad y no de prescripción, y por ello, a diferencia de ésta, su no ejercicio dentro del tiempo indicado por la ley hace decaer el derecho, no siendo susceptible de suspensión, ampliación o interrupción, comprendiendo en su cómputo tanto los días hábiles como los inhábiles, pudiendo ser apreciable de oficio, lo que justifica que no le sea trasladable la regulación y doctrina sobre la prescripción. En este sentido, podemos leer en la sentencia del Tribunal Supremo de 30 de mayo de 1984 que conforme a un cuerpo de doctrina constituido, entre otras, por las sentencias de 27 de octubre de 1940, 10 de marzo de 1942, 9 de junio de 1945, 17 de noviembre de 1948, 25 de septiembre de 1950, 21 de noviembre de 1951, 24 de noviembre de 1953, 11 de octubre de 1954, 26 de junio de 1974, 7 de mayo de 1981, y 1 de febrero de 1982, los diferentes modos de interrumpir la prescripción no son aplicables a los plazos de caducidad pues la prescripción y la caducidad aunque sirvan a la finalidad de evitar que permanezcan indefinidamente inciertos los derechos, ofrecen como nota que las distingue, aparte otras, la de que, en la primera, el factor tiempo puede ser detenido en su marcha tendente a la extinción si median actos obstativos al designio prescriptivo, lo que no ocurre con la caducidad en la cual no cabe la interrupción ni la suspensión, sino el propio ejercicio del derecho dentro del plazo. De modo parecido se pronuncia otra sentencia más reciente de 2 de julio de 2002: la ley ha señalado un término fijo para la duración de un derecho, de tal modo que, transcurrido ese término no puede ya ejercitarse, distinguiéndose de la prescripción, en que ésta descansa en la presunción de abandono de su titular y es estimable solo a instancia de parte y susceptible de interrupción, mientras que la caducidad encuentra su fundamento en la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico y opera por el mero transcurso del tiempo y no es susceptible de interrupción, como señalaron las añejas sentencias de 30 de abril de 1940, 17 de noviembre de 1948 y 25 de septiembre de 1950.»



Art. 206. Legitimación para impugnar.


	
1. Para la impugnación de los acuerdos nulos están legitimados todos los socios, los administradores y cualquier tercero que acredite interés legítimo. 

	
2. Para la impugnación de acuerdos anulables están legitimados los socios asistentes a la junta que hubiesen hecho constar en acta su oposición al acuerdo, los ausentes y los que hubiesen sido ilegítimamente privados del voto, así como los administradores. 

	
3. Las acciones de impugnación deberán dirigirse contra la sociedad. Cuando el actor tuviese la representación exclusiva de la sociedad y la junta no tuviere designado a nadie a tal efecto, el juez nombrará la persona que ha de representarla en el proceso, entre los accionistas que hubieren votado a favor del acuerdo impugnado. 



	
4. Los socios que hubieren votado a favor del acuerdo impugnado podrán intervenir a su costa en el proceso para mantener su validez. 



En esta materia sobre legitimación solamente comentaremos la activa atribuida a los terceros que acrediten interés legítimo. El fundamento de dicha legitimación no es otro sino el de la misma naturaleza del objeto litigioso que, al entrañar la infracción de una norma imperativa, ocasiona la nulidad de pleno derecho del acuerdo y, con ella hace surgir la facultad de instar la declaración jurisdiccional de su nulidad por cualquier particular interesado en ella, pero bien entendido que deben tener un interés directo en la impugnación, esto es, aquellas terceras personas que pueden verse afectadas por los efectos ulteriores de la cosa juzgada.

Esta legitimación es semejante a la que se reconoce a los terceros en supuestos de nulidades contractuales, y así lo indican las sentencias de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 1 de julio de 1996 y 13 de noviembre de 1998, al incidir en que cuando se invoca la posible nulidad absoluta de un contrato es posible atribuir la legitimación incluso a los terceros interesados pues creando todo negocio jurídico una apariencia de validez se hace indispensable destruir tal apariencia si constituye obstáculo para el ejercicio de un derecho. Por todo lo cual la acción de simulación podrá ser utilizada tanto por uno de los autores de ella contra otro, como por los terceros contra aquéllos, ya que unos y otros son titulares de un derecho subjetivo o de una posición jurídica amenazada o dificultada por el negocio aparente y pueden resultar perjudicados por consecuencia de la incertidumbre ocasionada por el acto simulado y por ello la doctrina científica se muestra unánime en proclamar que la acción de simulación compete a quien tenga interés en hacer desaparecer la ficción creada por el acto simulado y por tanto corresponde lo mismo a los propios simulantes que a los terceros que como perjudicados por el negocio simulado tengan interés en atacarlo.

Art. 207. Procedimiento de impugnación.


	
1. Para la impugnación de los acuerdos sociales, se seguirán los trámites del juicio ordinario y las disposiciones contenidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

	
2. En el caso de que fuera posible eliminar la causa de impugnación, el juez, a solicitud de la sociedad demandada, otorgará un plazo razonable para que aquélla pueda ser subsanada. Naturalmente estamos en presencia de un Juicio Declarativo Ordinario por razón de la materia. 





Art. 208. Sentencia estimatoria de la impugnación.


	
1. La sentencia firme que declare la nulidad de un acuerdo inscribible habrá de inscribirse en el Registro Mercantil. El «Boletín Oficial del Registro Mercantil» publicará un extracto. 

	
2. En el caso de que el acuerdo impugnado estuviese inscrito en el Registro Mercantil, la sentencia determinará además la cancelación de su inscripción, así como la de los asientos posteriores que resulten contradictorios con ella. 



En este precepto sobre la sentencia hay que añadir lo dispuesto en el art. 222.3 apartado 3 LEC cuando indica que las sentencias que se dicten sobre impugnación de acuerdos societarios afectarán a todos los socios, aunque no hubieren litigado; representando ello el efecto expansivo de la cosa juzgada material.

También de la Ley de Enjuiciamiento Civil citaremos:

Título III. De la acumulación de acciones y de procesos.

Capítulo I. De la acumulación de acciones.

Art. 73.2. Cuando la demanda tenga por objeto la impugnación de acuerdos sociales se acumularán de oficio todas las que pretendan la declaración de nulidad o de anulabilidad de los acuerdos adoptados en una misma Junta o Asamblea o en una misma sesión de órgano colegiado de administración y que se presenten dentro de los cuarenta días siguientes a aquel en que se hubiera presentado la primera.

En todo caso, en los lugares donde hubiere más de un Juzgado de Primera Instancia las demandas que se presenten con posterioridad a otra se repartirán al Juzgado que hubiere correspondido conocer la primera.

Capítulo II. De la acumulación de procesos.

Sección 1. De la acumulación de procesos: disposiciones generales.

Art. 76.2.2.º Casos en los que procede la acumulación de procesos.(Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial).

Cuando el objeto de los procesos a acumular fuera la impugnación de acuerdos sociales adoptados en una misma Junta o Asamblea o en una misma sesión de órgano colegiado de administración. En este caso se acumularán todos los procesos incoados en virtud de demandas en las que se soliciten la declaración de nulidad o de anulabilidad de dichos acuerdos, siempre que las mismas hubieran sido presentadas en un periodo de tiempo no superior a cuarenta días desde la presentación de la primera de las demandas.

En todo caso, en los lugares donde hubiere más de un Juzgado que tuviera asignadas competencias en materia mercantil, las demandas que se presenten con posterioridad a otra se repartirán al Juzgado al que hubiere correspondido conocer de la primera.

Por lo que se refiere a medidas cautelares indicaremos el art. 727 n.º 10 LEC recoge la suspensión de los acuerdos sociales impugnados cuando el demandante o demandantes representen, al menos, el uno o el cinco por ciento del capital social, según que la sociedad demandada hubiere o no emitido valores que, en el momento de la impugnación, estuvieren admitidos a negociación en mercado secundario oficial. Como tal medida cautelar está sometida al juego de los principios que las inspiran.

Indican los autos de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de fechas 3 de septiembre de 2003, 23 de enero de 2004, 4 de mayo de 2004, 10 de mayo de 2004, en la concordancia de los arts. 721, 728 y 732 LEC, las medidas cautelares tienen por finalidad el asegurar la efectividad de la tutela judicial que pudiera otorgarse en la sentencia estimatoria de la demanda que se dictare en la conclusión del pleito. Para ello el actor debe acreditar y aportar con la solicitud una justificación de que la resolución podrá ser favorable a sus pretensiones, que es lo que se conoce como la apariencia de buen derecho, esto es, el fumus boni iuris, la apariencia del derecho que se actúa en el proceso, es decir, con el resultado de un preventivo juicio de probabilidad o de verosimilitud en que la resolución final se presenta como favorable al peticionario de la medida, y en consecuencia se requiere la acreditación por cualquier medio de los mismos elementos que para obtener la sentencia favorable bastando con que se proporcionen un convencimiento indiciario acerca de su realidad y certeza; y además, advertir determinadas situaciones dentro del proceso que vayan a impedir o dificultar la efectividad de la tutela judicial que pudiera acordarse, siendo ello lo que se conoce como periculum in mora, conceptuado también como el temor de un daño jurídico, en el riesgo derivado del retraso inherente al tiempo que ha de transcurrir hasta que recae la resolución definitiva del proceso, por la lentitud de éste, entendiendo por esta lentitud el periodo necesario para que el desarrollo de la función jurisdiccional y la actuación del Derecho tenga lugar con todas las garantías de audiencia, contradicción y defensa, siendo probable que durante ese tiempo pudiera sobrevenir un hecho casual o provocado por alguna de las partes que frustre o dificulte la eficacia de la resolución jurisdiccional.

Pero es que además, como también se pronunció la misma Sala en resoluciones específicas de esta materia, de 15 de diciembre de 1997, 24 de julio y 23 de octubre de 2000 y 31 de enero de 2002, es lo cierto que a pesar de las razones aducidas por el recurrente en su escrito de interposición del recurso, no se advierte la concurrencia de motivos sólidos y razonables en razón a los cuales deba de acordarse, cual se postula, la suspensión de los acuerdos impugnados y sin que, como es obvio, esta Sala pueda entrar a valorar en este momento y trámite procesal, la pertinencia o no pertinencia de los motivos en que se sustenta tal impugnación, y por más que la suspensión solo acarrearía perjuicios a la mercantil demandada al poder quedar seriamente afectada de su actividad social, y por el contrario, el mantenimiento de tales acuerdos, y dado su objeto, no se advierte pueda irrogar especiales o concretos perjuicios al derecho o los intereses de la parte impugnante.

En cuanto a la anotación preventiva, esta medida es susceptible de acordarse de conformidad con el art. 157 del Reglamento del Registro Mercantil, aprobado por Real Decreto 1748/1996, de 19 de julio, que permite la anotación preventiva de la demanda de impugnación de acuerdos sociales. Actualmente debe considerarse englobada en la medida cautelar prevista en el art. 727 n.º 5 LEC que se refiere a la anotación preventiva de la demanda cuando ésta se refiera a bienes o derechos susceptibles de inscripción en Registros Públicos. Las anotaciones preventivas de demanda de impugnación de acuerdos sociales responden a la finalidad propia de las anotaciones de demanda que se practican en los registros públicos, para garantizar la eficacia de la sentencia que en su día se dicte enervando con su presencia el juego legitimador de la publicidad registral que resulta de la presunción de validez y exactitud del contenido del registro, de suerte que evite la ineficacia relativa que podría sufrir frente a derechos adquiridos por terceros de buena fe con anterioridad a la fecha en que ya una sentencia firme, de prosperar la demanda, acceda al registro constatando la inexactitud o nulidad de lo previamente inscrito.

De todas maneras, como indican las sentencias de la misma Audiencia citada, de 30 de marzo, 3 de abril y 27 de septiembre de 2000, en el enjuiciamiento de las causas de impugnación de los acuerdos sociales los Tribunales han de proceder con toda ponderación y cautela procurando no invadir la esfera de acción reservada por la Ley o por los Estatutos a los órganos de la sociedad.

Son competentes para el conocimiento de estas demandas los Juzgados de lo Mercantil y en virtud de lo dispuesto en el apartado 2, letra a) del art. 86 ter de la LOPJ 6/1985, de 1 de julio, modificada por Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, a cuyo tenor los Juzgados de lo Mercantil conocerán, asimismo, de cuantas cuestiones sean de la competencia del orden jurisdiccional civil, respecto de las demandas en las que se ejerciten acciones relativas a competencia desleal, propiedad industrial, propiedad intelectual y publicidad, así como todas aquellas cuestiones que se promuevan al amparo de la normativa reguladora de las sociedades mercantiles y cooperativas.

4.  DEMANDAS EN MATERIA DE COMPETENCIA DESLEAL, DEFENSA DE LA COMPETENCIA, EN APLICACIÓN DE LOS ARTS. 81 Y 82 DEL TRATADO DE LA COMUNIDAD EUROPEA O DE LOS ARTS. 1 Y 2 DE LA LEY DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA, PROPIEDAD INDUSTRIAL, PROPIEDAD INTELECTUAL Y PUBLICIDAD, SIEMPRE QUE NO VERSEN EXCLUSIVAMENTE SOBRE RECLAMACIONES DE CANTIDAD, EN CUYO CASO SE TRAMITARÁN POR EL PROCEDIMIENTO QUE LES CORRESPONDA EN FUNCIÓN DE LA CUANTÍA QUE SE RECLAME. SE ESTARÁ A LO DISPUESTO EN EL PUNTO 12 DEL APARTADO 1 DEL ART. 250 DE LA LEY CUANDO SE TRATE DEL EJERCICIO DE LA ACCIÓN DE CESACIÓN EN DEFENSA DE LOS INTERESES COLECTIVOS Y DE LOS INTERESES DIFUSOS DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS EN MATERIA DE PUBLICIDAD

La redacción originaria del precepto al momento de la publicación de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 era:

«Demandas en materia de competencia desleal, propiedad industrial, propiedad intelectual y publicidad, siempre que no versen exclusivamente sobre reclamaciones de cantidad, en cuyo caso se tramitarán por el procedimiento que les corresponda en función de la cuantía que se reclame.»


Posteriormente la Ley 39/2002, de 28 de octubre, de transposición al ordenamiento jurídico español de diversas directivas comunitarias en materia de protección de los intereses de los consumidores y usuarios (BOE n.º 259, de 29 de octubre), ofrece nueva redacción:

«Demandas en materia de competencia desleal, propiedad industrial, propiedad intelectual y publicidad, siempre que no versen exclusivamente sobre reclamaciones de cantidad, en cuyo caso se tramitarán por el procedimiento que le corresponda en función de la cuantía que se reclame. No obstante, se estará a lo dispuesto en el punto 12 del apartado 1 del art. 250 cuando se trate del ejercicio de la acción de cesación en defensa de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los consumidores y usuarios en materia de publicidad.»


Y por la Disposición Adicional Segunda de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia (BOE n.º 159, de 4 de julio), se le da una nueva redacción al precepto:

«Las demandas en materia de competencia desleal, defensa de la competencia, en aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o de los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia, propiedad industrial, propiedad intelectual y publicidad, siempre que no versen exclusivamente sobre reclamaciones de cantidad, en cuyo caso se tramitarán por el procedimiento que les corresponda en función de la cuantía que se reclame. No obstante, se estará a lo dispuesto en el punto 12 del apartado 1 del art. 250 de esta Ley cuando se trate del ejercicio de la acción de cesación en defensa de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los consumidores y usuarios en materia de publicidad.»


La Disposición Derogatoria Única LEC alcanzaba a:

11. Los arts. 23, 25 y 26 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal.

12. Los arts. 29, 30 y 33 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad.

13. El art. 142 de la Ley de Propiedad Intelectual, Texto Refundido por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril.

14. Los apartados 3.º y 4.º del art. 125, el apartado 2.º del art. 133, el art. 135 y los apartados 1.º y 2.º del art. 136 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes.

Además las Disposiciones Finales LEC alcanzaban a:

Segunda. Reforma de la Ley de Propiedad Intelectual. Afecta a los arts. 25.20, 103, 143 y 150.

Cuarta. Reforma de la Ley de Competencia Desleal. Afecta al art. 22.

Quinta. Reforma la Ley de Patentes. Afecta a los arts. 125 y 133.

Visto el estado legislativo diremos que en estas demandas se van a suscitar cualesquiera cuestiones en las pertinentes materias, siempre que no lo sean de reclamaciones de cantidad, para lo cual se acudirá al juicio declarativo ordinario o al verbal en atención a la cuantía, ni por supuesto al ejercicio de acciones de cesación en defensa de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los consumidores y usuarios, para lo cual se acudirá al juicio verbal por la remisión que se hace al art. 250.1 n.º 12, y más concretamente en el añadido de la acción de cesación en materia de publicidad.

Veamos cada una de las materias específicas.

4.1.  Demandas en materia de competencia desleal

La Ley 32/1988, de 10 de noviembre, de Marcas (BOE n.º 272, de 12 de noviembre), y concretamente en sus arts. 35 y 36, fue la primera que se ocupó de esta materia de la competencia desleal, para decir que el titular de una marca registrada podrá ejercer ante los órganos jurisdiccionales las acciones civiles y penales que correspondan contra quien lesione su derecho y exigir las medidas necesarias para su salvaguarda. Son estas acciones, la cesación de los actos que violen su derecho, la indemnización de los daños y perjuicios sufridos, la adopción de las medidas para evitar que prosiga la violación, y la publicación de la sentencia.

Esta ley se modifica con la Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas (BOE n.º 294, de 8 de diciembre), así como por el Reglamento para su ejecución aprobado por Real Decreto 687/2002, de 12 de julio (BOE n.º 167, de 13 de julio), en los que se viene a decir que el registro de la marca confiere a su titular el derecho exclusivo a utilizarla en el tráfico económico.

Posteriormente se publica la Ley de Competencia Desleal, 3/1991, de 10 de enero (BOE n.º 10, de 11 de enero), que responde a las exigencias del Convenio de la Unión de París que ratificó España el 14 de julio de 1970, y al propio espíritu del art. 38 CE; y como complemento a aquélla, la Ley 16/1989, de 13 de julio, de Defensa de la Competencia (BOE n.º 170, de 18 de julio).

La quiebra del postulado ideológico que afirmaba la coincidencia entre los intereses de los empresarios concurrentes y el interés general da entrada al nuevo molde o modelo, que denomina social, y que supone un apreciable cambio respecto del modelo anterior, por cuanto afecta a las cuestiones básicas que lo configuraban. El objeto de protección pasa de ser una tutela centrada en los intereses de los competidores a la protección del orden económico del mercado en función de los intereses de competidores, el colectivo de los usuarios y del propio Estado. Y así lo expresa el art. 1 cuando dice que la presente Ley tiene por objeto la protección de la competencia en interés de todos los que participan en el mercado, y a tal fin establece la prohibición de los actos de competencia desleal.

La deslealtad deja de entenderse como juicio de incorrección profesional basada en las normas de la clase empresarial, para convertirse en un juicio de inadecuación a los principios del ordenamiento económico. Se experimentan cambios en atención a los efectos beneficiosos que puedan producir desde el punto de vista de los consumidores y del interés público en un mercado altamente competitivo. La Ley responde a un modelo social, justificado en base a una creciente demanda social, dado el conjunto de intereses que confluyen en el mercado, al mantenimiento de un orden concurrencial debidamente saneado, adecuando éste a los valores de nuestra constitución económica, que no es otro que el sistema de libertad de empresa. Como cláusula general dice el art. 5 que se reputa desleal todo comportamiento que resulte objetivamente contrario a las exigencias de la buena fe. Y tiene su corolario en el mismo art. 1: la protección de la competencia en interés de todos los que intervienen en el mercado.

Capítulo III. Acciones derivadas de la competencia desleal.

Art. 18. Acciones.

Contra el acto de competencia desleal podrán ejercitarse las siguientes acciones:


	
1.ªAcción declarativa de la deslealtad del acto, si la perturbación creada por el mismo subsiste. 

	
2.ªAcción de cesación del acto, o de prohibición del mismo, si todavía no se ha puesto en práctica. 

	
3.ªAcción de remoción de los efectos producidos por el acto. 

	
4.ªAcción de rectificación de las informaciones engañosas, incorrectas o falsas. 

	
5.ªAcción de resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el acto, si ha intervenido dolo o culpa del agente. El resarcimiento podrá incluir la publicación de la sentencia. 

	
6.ªAcción de enriquecimiento injusto, que solo procederá cuando el acto lesione una posición jurídica amparada por un derecho de exclusiva u otra de análogo contenido económico. 



Las cuatro primeras acciones que se contemplan en el artículo son las que tienen su encaje en el marco del Juicio Ordinario. La acción de cesación también debe ser promovida por los cauces del juicio ordinario, salvo cuando se refiera a los intereses colectivos y difusos de los consumidores y usuarios deberá ejercitarse por el cauce del Juicio Verbal según el art. 250.1.12 LEC, estando legitimadas activamente las entidades que se mencionan en el n.º 2 del art. 19, pero cuando esas mismas personas o entidades pretenden ejercitar otro tipo de acción, deberá acudirse al Juicio Ordinario. Las acciones comprendidas en los apartados 5.º y 6.º, de resarcimiento de daños y perjuicios, así como la de enriquecimiento injusto, al venir determinadas por la cuantía que se reclame, condicionará ésta el cauce a seguir, si el juicio ordinario o el juicio verbal.

Art. 19. Legitimación activa.


	
1. Cualquier persona que participe en el mercado, cuyos intereses económicos resulten directamente perjudicados o amenazados por el acto de competencia desleal, está legitimada para el ejercicio de las acciones previstas en los cinco primeros números del artículo anterior. La acción de enriquecimiento injusto solo podrá ser ejercitada por el titular de la posición jurídica violada. 

	
2. Las acciones contempladas en los números 1.º a 4.º del artículo anterior podrán ejercitarse además por las siguientes entidades: 
	
a) Las asociaciones, corporaciones profesionales o representativas de intereses económicos cuando resulten afectados los intereses de sus miembros. 

	
b) Las asociaciones que, según sus estatutos, tengan por finalidad la protección del consumidor. La legitimación quedará supeditada en este supuesto a que el acto de competencia desleal perseguido afecte directamente a los intereses de los consumidores. 







Art. 20. Legitimación pasiva.


	
1. Las acciones previstas en el art. 18 podrán ejercitarse contra cualquier persona que haya realizado u ordenado el acto de competencia desleal o haya cooperado a su realización. No obstante, la acción de enriquecimiento injusto solo podrá dirigirse contra el beneficiario del enriquecimiento. 

	
2. Si el acto de competencia desleal es realizado por trabajadores u otros colaboradores en el ejercicio de sus funciones y deberes contractuales, las acciones previstas en los números 1.º al 4.º del art. 18 deberán dirigirse contra el principal. Respecto a las acciones de resarcimiento de daños y enriquecimiento injusto se estará a lo dispuesto por el Derecho civil. 



Art. 21. Prescripción.

Las acciones de competencia desleal prescriben por el transcurso de un año desde el momento en que pudieron ejercitarse y el legitimado tuvo conocimiento de la persona que realizó el acto de competencia desleal, y, en cualquier caso, por el transcurso de tres años desde el momento de la realización del acto.

Capítulo IV. Disposiciones procesales.

Art. 22. Procedimiento.

Los procesos en materia de competencia desleal se tramitarán con arreglo a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil para el juicio ordinario.

Art. 23. Competencia territorial. Derogado LEC.

Art. 24. Diligencias preliminares.


	
1. Quien pretenda ejercitar una acción de competencia desleal podrá solicitar del Juez la práctica de diligencias para la comprobación de aquellos hechos cuyo reconocimiento resulte objetivamente indispensable para preparar el juicio. 

	
2. Tales diligencias se sustanciarán de acuerdo con lo previsto en los arts. 129 a 132 de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes, y podrán extenderse a todo el ámbito interno de la empresa. 



Art. 25. Medidas cautelares. Derogado LEC.

Art. 26. Especialidad en materia probatoria. Derogado LEC.

4.2.  Demandas sobre defensa de la competencia

A este particular se refiere el art. 249.1.4 en el sentido siguiente: defensa de la competencia, en aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea, o de los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia.

Ya hemos hecho referencia en el apartado anterior a la Ley de Defensa de la Competencia, 16/1989, de 13 de julio, que fue modificada por la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia (BOE n.º 159, de 4 de julio).

Y en cuanto al Tratado lo es el de la Unión Europea que citaremos en primer lugar el hecho en Maastricht el 7 de febrero de 1992 y ratificado por España el 29 de noviembre de 1992; posteriormente modificado por el Tratado de Niza de 26 de febrero de 2001 y ratificado por España por Ley Orgánica 3/2001, de 6 de noviembre, por la que se autoriza la ratificación del Tratado de Niza por el que se modifica el Tratado de la Unión Europea, los Tratados Constitutivos de las Comunidades Europeas y determinados actos conexos; y, finalmente, el Instrumento de Ratificación dado en Madrid el 19 de noviembre de 2009, del Tratado por el que se modifica el Tratado de la Unión Europea y el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, hecho en Lisboa el 13 de diciembre de 2007 (BOE n.º 286, de 27 de noviembre de 2009).

Finalmente citaremos el Real Decreto 2295/2004, de 10 de diciembre, relativo a la aplicación en España de las normas comunitarias de competencia (BOE n.º 308, de 23 de diciembre).

En el apartado I del Preámbulo de la Ley se dice que el art. 38 CE reconoce la libertad de empresa en el marco de una economía de mercado y la garantía y protección de la misma por los poderes públicos, de acuerdo con las exigencias de la economía en general y, en su caso, de la planificación. La existencia de una competencia efectiva entre las empresas constituye uno de los elementos definitorios de la economía de mercado, disciplina la actuación de las empresas y reasigna los recursos productivos en favor de los operadores o las técnicas más eficientes. Esta eficiencia productiva se traslada al consumidor en la forma de menores precios o de un aumento de la cantidad ofrecida de los productos, de su variedad y calidad, con el consiguiente incremento del bienestar del conjunto de la sociedad.

En este contexto, existe un acuerdo generalizado con respecto a la creciente importancia de la defensa de la competencia, que se ha consolidado como uno de los elementos principales de la política económica en la actualidad. Dentro de las políticas de oferta, la defensa de la competencia complementa a otras actuaciones de regulación de la actividad económica y es un instrumento de primer orden para promover la productividad de los factores y la competitividad general de la economía.

Por ello, resulta preciso disponer de un sistema que, sin intervenir de forma innecesaria en la libre toma de decisiones empresariales, permita contar con los instrumentos adecuados para garantizar el buen funcionamiento de los procesos del mercado.

Con este objeto se promulgó la Ley 16/1989, de Defensa de la Competencia, de 17 de julio, sobre cuya base se ha articulado un sistema basado en la existencia de dos órganos administrativos especializados de ámbito nacional para la lucha contra las prácticas restrictivas de la competencia y el control de concentraciones económicas, el Servicio y el Tribunal de Defensa de la Competencia. Desde su entrada en vigor, se han producido modificaciones, algunas de gran calado, y se han promulgado diversas normas de desarrollo. Además, se ha aprobado la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de coordinación de las competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de defensa de la competencia. Finalmente, en los últimos años se ha producido una importante reforma del marco comunitario de defensa de la competencia, que ha fructificado en el nuevo Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de las concentraciones entre empresas y, sobre todo, en la modernización de la lucha contra las conductas restrictivas de la competencia centrada en el Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de las normas sobre competencia previstas en los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea.

En este marco, la presente Ley tiene por objeto la reforma del sistema español de defensa de la competencia para reforzar los mecanismos ya existentes y dotarlo de los instrumentos y la estructura institucional óptima para proteger la competencia efectiva en los mercados, teniendo en cuenta el nuevo sistema normativo comunitario y las competencias de las Comunidades Autónomas para la aplicación de las disposiciones relativas a prácticas restrictivas de la competencia según lo dispuesto en la Ley 1/2002 de 21 de febrero, de coordinación de las competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de defensa de la competencia. Para ello, la Ley parte de la experiencia adquirida en los últimos quince años mediante la aplicación de las normas nacionales y comunitarias de competencia y está guiada por cinco principios claros: garantía de la seguridad jurídica de los operadores económicos, independencia de la toma de decisiones, transparencia y responsabilidad frente a la sociedad de los órganos administrativos encargados de la aplicación de la Ley, eficacia en la lucha contra las conductas restrictivas de la competencia y búsqueda de la coherencia de todo el sistema y, en particular, de una adecuada imbricación de los distintos planos institucionales que interactúan en este terreno.

Pero consignemos las disposiciones citadas.

Del Tratado

Art. 81. 1. Serán incompatibles con el mercado común y quedarán prohibidos todos los acuerdos entre empresas, las decisiones de asociarse de empresas y las prácticas concertadas que puedan afectar al comercio entre los Estados miembros y que tengan por objeto o efecto impedir, restringir o falsear el juego de la competencia dentro del mercado común y, en particular, los que consistan en:


	
a) Fijar directa o indirectamente los precios de compra o de venta u otras condiciones de transacción. 

	
b) Limitar o controlar la producción, el mercado, el desarrollo técnico o las inversiones. 

	
c) Repartirse los mercados o las fuentes de abastecimiento. 

	
d) Aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que ocasionen a éstos una desventaja competitiva. 

	
e) Subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los otros contratantes, de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o según los usos mercantiles, no guarden relación alguna con el objeto de dichos contratos. 



2. Los acuerdos o decisiones prohibidos por el presente artículo serán nulos de pleno derecho.

3. No obstante, las disposiciones del apartado 1 podrán ser declaradas inaplicables a:


	
- Cualquier acuerdo o categoría de acuerdos entre empresas. 

	
- Cualquier decisión o categoría de decisiones de asociaciones de empresas. 

	
- Cualquier práctica concertada o categoría de prácticas concertadas que contribuyan a mejorar la producción o la distribución de los productos a fomentar el progreso técnico o económico, y reserven al mismo tiempo a los usuarios una participación equitativa en el beneficio resultante, y sin que: a) impongan a las empresas interesadas restricciones que no sean indispensables para alcanzar tales objetivos; b) ofrezcan a dichas empresas la posibilidad de eliminar la competencia respecto de una parte sustancial de los productos de que se trate. 



Art. 82. Serán incompatibles con el mercado común y quedará prohibida, en la medida en que pueda afectar al comercio entre los Estamos miembros, la explotación abusiva, por parte de una o más empresas, de una posición dominante en el mercado común o en una parte sustancial del mismo.

Tales prácticas abusivas podrán consistir, particularmente, en:


	
a) Imponer directa o indirectamente precios de compra, de venta u otras condiciones de transacción no equitativas. 

	
b) Limitar la producción, el mercado o el desarrollo técnico en perjuicio de los consumidores. 

	
c) Aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que ocasionen a éstos una desventaja competitiva. 

	
d) Subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los otros contratantes, de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o según los usos mercantiles, no guarden relación alguna con el objeto de dichos contratos. 



De la Ley de Defensa de la Competencia

Título I. De la defensa de la Competencia.

Capítulo Primero. De las conductas prohibidas.

Art. 1. Conductas colusorias.


	
1. Se prohíbe todo acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica concertada o conscientemente paralela, que tenga por objeto, produzca o pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia en todo o parte del mercado nacional y, en particular, los que consistan en: 
	
a) La fijación, de forma directa o indirecta, de precios o de otras condiciones comerciales o de servicio. 

	
b) La limitación o el control de la producción, la distribución, el desarrollo técnico o las inversiones. 

	
c) El reparto del mercado o de las fuentes de aprovisionamiento. 

	
d) La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicio, de condiciones desiguales para prestaciones equivalentes que coloquen a unos competidores en situación desventajosa frente a otros. 

	
e) La subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o con arreglo a los usos de comercio, no guarden relación con el objeto de tales contratos. 





	
2. Son nulos de pleno derecho los acuerdos, decisiones y recomendaciones que, estando prohibidos en virtud de lo dispuesto en el apartado 1, no estén amparados por las exenciones previstas en la presente Ley. 

	
3. La prohibición del apartado 1 no se aplicará a los acuerdos, decisiones, recomendaciones y prácticas que contribuyan a mejorar la producción o la comercialización y distribución de bienes y servicios o a promover el progreso técnico o económico, sin que sea necesaria decisión previa alguna a tal efecto, siempre que: 
	
a) Permitan a los consumidores o usuarios participar de forma equitativa de sus ventajas. 

	
b) No impongan a las empresas interesadas restricciones que no sean indispensables para la consecución de aquellos objetivos, y 

	
c) No consientan a las empresas partícipes la posibilidad de eliminar la competencia respecto de una parte sustancial de los productos o servicios contemplados. 





	
4. La prohibición del apartado 1 no se aplicará a los acuerdos, decisiones, o recomendaciones colectivas, o prácticas concertadas o conscientemente paralelas que cumplan las disposiciones establecidas en los Reglamentos Comunitarios relativos a la aplicación del apartado 3 del art. 81 del Tratado CE a determinadas categorías de acuerdos, decisiones de asociaciones de empresa y prácticas concertadas, incluso cuando las correspondientes conductas no puedan afectar al comercio entre los Estados miembros de la UE. 

	
5. Asimismo, el Gobierno podrá declarar mediante Real Decreto la aplicación del apartado 3 del presente artículo a determinadas categorías de conductas, previo informe del Consejo de Defensa de la Competencia y de la Comisión Nacional de la Competencia. 



Art. 2. Abuso de posición dominante.


	
1. Queda prohibida la explotación abusiva por una o varias empresas de su posición de dominio en todo o en parte del mercado nacional. 

	
2. El abuso podrá consistir, en particular, en: 
	
a) La imposición, de forma directa o indirecta, de precios u otras condiciones comerciales o de servicios no equitativos. 

	
b) La limitación de la producción, la distribución o el desarrollo técnico en perjuicio injustificado de las empresas o de los consumidores. 

	
c) La negativa injustificada a satisfacer las demandas de compra de productos o de prestación de servicios. 

	
d) La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicios, de condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que coloque a unos competidores en situación desventajosa frente a otros. 

	
e) La subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o con arreglo a los usos de comercio no guarden relación con el objeto de dichos contratos. 





	
3. La prohibición prevista en el presente artículo se aplicará en los casos en los que la posición de dominio en el mercado de una o varias empresas haya sido establecida por disposición legal. 



Resulta claro entonces que cualquiera de las conductas que se contienen en los preceptos anteriores, tanto desde el punto de vista del Tratado de las Comunidades Europeas como de la legislación española, el cauce procesal a seguir para la salvaguarda de los derechos de los ciudadanos lo es el del Juicio Ordinario.

Pero la Ley 15/2007 en el Título II, capítulo primero, señala los órganos competentes para la aplicación de la misma y en su art. 12 crea la Comisión Nacional de la Competencia como organismo público de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, encargado de preservar, garantizar y promover la existencia de una competencia efectiva en los mercados en el ámbito nacional así como de velar por la aplicación coherente de la presente Ley mediante el ejercicio de las funciones que se le atribuyen en la misma; ejerciendo sus funciones en el ámbito de todo el territorio español y en relación con todos los mercados o sectores productivos de la economía. En el art. 13, que los órganos de las Comunidades Autónomas competentes para la aplicación de esta Ley ejercerán en su territorio las competencias ejecutivas correspondientes en los procedimientos que tengan por objeto las conductas previstas en los arts. 1, 2 y 3 de esta Ley de acuerdo con lo dispuesto en la misma y en la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la Competencia.

Y en el art. 16, con la denominación de cooperación con los órganos jurisdiccionales, se establece: 1. La Comisión Nacional de la Competencia por propia iniciativa podrá aportar información o presentar observaciones a los órganos jurisdiccionales sobre cuestiones relativas a la aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o relativas a los arts. 1 y 2 de esta Ley, en los términos previstos en la LEC. 2. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, por propia iniciativa podrán aportar información o presentar observaciones a los órganos jurisdiccionales sobre cuestiones relativas a la aplicación de los arts. 1 y 2 de esta Ley, en los términos previstos en la LEC. 3. Los autos de admisión a trámite de las demandas y las sentencias que se pronuncien en los procedimientos sobre la aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o de los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia se comunicarán a la Comisión Nacional de la Competencia en los términos previstos en la LEC. La Comisión Nacional de la Competencia habilitará los mecanismos de información necesarios para comunicar estas sentencias a los órganos autonómicos. 4. La Comisión Nacional de la Competencia remitirá a la Comisión Europea una copia del texto de las sentencias que se pronuncien sobre la aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea.

Para finalizar este apartado tendremos que añadir también que la Disposición Adicional Segunda modifica la LEC en los siguientes términos:

Se introduce el art. 15 bis. Intervención en procesos de defensa de la competencia.


	
1. La Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia y los órganos competentes de las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus competencias podrán intervenir, sin tener la condición de parte, por propia iniciativa o a instancia del órgano judicial, mediante la aportación de información o presentación de observaciones escritas sobre cuestiones relativas a la aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia. Con la venia del correspondiente órgano judicial, podrán presentar también observaciones verbales. A estos efectos, podrán solicitar al órgano jurisdiccional competente que les remita o haga remitir todos los documentos necesarios para realizar una valoración del asunto de que se trate. La aportación de información no alcanzará a los datos o documentos obtenidos en el ámbito de las circunstancias de aplicación de la exención o reducción del importe de las multas previstas en los arts. 65 y 66 de la Ley de Defensa de la Competencia. 



	
2. La Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia y los órganos competentes de las Comunidades Autónomas aportarán la información o presentarán las observaciones previstas en el número anterior diez días antes de la celebración del acto del juicio a que se refiere el art. 433 de esta Ley o dentro del plazo de oposición o impugnación del recurso interpuesto. 



Se modifica el art. 212, publicación y archivo de las sentencias, añadiendo un nuevo número, que será el 3, en los siguientes términos:

3. Las sentencias que se dicten en los procedimientos sobre la aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia se comunicarán por el Secretario judicial a la Comisión Nacional de la Competencia.

Se modifica el art. 404, admisión de la demanda, emplazamiento al demandado y plazo para la contestación, añadiendo un nuevo párrafo en los siguientes términos:

En los procesos en los que sean de aplicación los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia, el Secretario judicial dará traslado a la Comisión Nacional de la Competencia del auto admitiendo la demanda en el plazo previsto en el párrafo anterior.

Este art. 404 ha sido modificado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la Oficina judicial (BOE n.º 266, de 4 de noviembre). Ahora se contiene con el n.º 3, y en el que se dispone:

3. En los procesos en los que sean de aplicación los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia, el Secretario judicial dará traslado a la Comisión Nacional de la Competencia de la resolución (decreto) admitiendo la demanda en el plazo previsto en el párrafo primero (veinte días).

Se modifica el art. 434, sentencia, añadiendo un nuevo número, que será el 3, en los siguientes términos:

3. Se podrá suspender el plazo para dictar sentencia en los procedimientos sobre la aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o de los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia cuando el tribunal tenga conocimiento de la existencia de un expediente administrativo ante la Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia o los órganos competentes de las Comunidades Autónomas y resulte necesario conocer el pronunciamiento del órgano administrativo. Dicha suspensión se adoptará motivadamente, previa audiencia de las partes, y se notificará al órgano administrativo. Este, a su vez, habrá de dar traslado de su resolución al tribunal.

Contra el auto de suspensión del proceso solo se dará recurso de reposición.

Se modifica el art. 461, traslado del escrito de interposición del recurso de apelación a la parte apelada, añadiendo un nuevo número, que será el 5, en los términos siguientes:

5. En los procesos en los que sean de aplicación los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia, el Secretario judicial dará traslado a la Comisión Nacional de la Competencia del escrito de interposición del recurso de apelación.

Se modifica el art. 465, sentencia de apelación, añadiendo un nuevo número, que será el 5, en los siguientes términos:

5. Se podrá suspender el plazo para dictar sentencia en los procedimientos sobre la aplicación de los arts. 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o de los arts. 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia cuando el tribunal tenga conocimiento de la existencia de un expediente administrativo ante la Comisión Europea, la Comisión Nacional de la Competencia o los órganos competentes de las Comunidades Autónomas y resulte necesario conocer el pronunciamiento del órgano administrativo. Dicha suspensión se adoptará motivadamente, previa audiencia de las partes, y se notificará al órgano administrativo. Este, a su vez, habrá de dar traslado de su resolución al tribunal.

Contra el auto de suspensión del proceso solo se dará recurso de reposición.

Este n.º 5 ha pasado a ser el n.º 6 tras la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la Oficina judicial.

4.3.  Demandas en materia de propiedad industrial. Ley de Marcas de 2001. Ley de Patentes de 1985

La propiedad industrial viene regulada especialmente en nuestro derecho en dos marcos legislativos:

La Ley de Marcas 17/2001, de 7 de diciembre (BOE n.º 294, de 8 de diciembre). Con el Real Decreto 687/2002, de 12 de julio, por el que se aprueba el Reglamento para su ejecución (BOE n.º 167, de 13 de julio). Y el Reglamento CE n.º 40/1994, del Consejo, de 20 de diciembre de 1993, sobre la marca comunitaria, DOCE n.º L, 11, de 14 de enero.

Añadir que la Ley de Marcas sufrió una última modificación por la Ley 53/2007, de 28 de diciembre, sobre el control del comercio exterior de material de defensa y de doble uso (BOE n.º 312, de 19 de diciembre). Y por la Ley 20/2003, por la Ley 19/2006, de 5 de junio por la que se amplían los medios de tutela de los derechos de propiedad intelectual e industrial y se establecen normas procesales para facilitar la aplicación de diversos reglamentos comunitarios (BOE n.º 134, de 6 de junio).

Y la Ley de Patentes 11/1986, de 20 de marzo (BOE n.º 73, de 26 de marzo). Con el Real Decreto 2245/1986, de 10 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento para su ejecución (BOE n.º 261, de 31 de octubre). Y complementarios, el Real Decreto 441/1994, de 11 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de adecuación de los procedimientos relativos a la concesión, mantenimiento y modificación de los derechos de propiedad industrial (BOE n.º 84, de 8 de abril); la Ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección Jurídica del Diseño Industrial (BOE n.º 162, de 8 de julio); y el Reglamento CE n.º 6/2002 del Consejo, de 12 de diciembre de 2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios, DOCE n.º L, n.º 179, de 9 de julio de 2002.

Añadiremos también que la Ley de Patentes fue modificada por la Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado (BOE n.º 310, de 27 de diciembre). Y la Ley 20/2003, por la Ley 19/2006, de 5 de junio, por la que se amplían los medios de tutela de los derechos de propiedad intelectual e industrial y se establecen normas procesales para facilitar la aplicación de diversos reglamentos comunitarios (BOE n.º 134, de 6 de junio).

Disposiciones de la Ley de Marcas

La Ley tiene por objeto el régimen jurídico de los signos distintivos, categoría jurídica que configura uno de los grandes campos de la propiedad industrial, y así dice el art. 4 que se entiende por marca todo signo susceptible de representación gráfica que sirva para distinguir en el mercado los productos o servicios de una empresa de los de otras, abarcando dentro de la marca las palabras o combinaciones de palabras, incluidas las que sirven para identificar a las personas; las imágenes, figuras, símbolos y dibujos; las letras, las cifras y sus combinaciones; las formas tridimensionales en las que se incluyen los envoltorios, las envases y la forma del producto o de su presentación; los sonoros; y cualquier combinación de los signos que, con carácter enunciativo se mencionan. Por su parte el art. 34 indica que el registro de la marca confiere a su titular el derecho exclusivo de utilizarla en el tráfico económico. La Ley se refiere a las marcas, y dentro de éstas a las marcas colectivas y de garantía, las marcas internacionales y comunitarias, así como a los nombres comerciales.

Título V. Contenido del derecho de marca.

Capítulo III. Acciones por violación del derecho de marca.

Art. 40. Posibilidad de ejercitar acciones civiles y penales.

El titular de una marca registrada podrá ejercitar ante los órganos jurisdiccionales las acciones civiles o penales que correspondan contra quienes lesionen su derecho y exigir las medidas necesarias para su salvaguardia, todo ello sin perjuicio de la sumisión a arbitraje, si fuere posible.

Art. 41. Acciones civiles que puede ejercitar el titular de la marca. (Ley 19/2006)


	
1. En especial, el titular cuyo derecho de marca sea lesionado podrá reclamar en la vía civil: 
	
a)La cesación de los actos que violen su derecho; 

	
b)La indemnización de los daños y perjuicios sufridos. 

	
c) La adopción de las medidas necesarias para evitar que prosiga la violación y, en particular, que se reiteren del tráfico económico los productos, embalajes, envoltorios, material publicitario, etiquetas u otros documentos en los que se haya materializado la violación del derecho de marca y el embargo o la destrucción de los medios principalmente destinados a cometer la infracción. Estas medidas se ejecutarán a costas del infractor, salvo que se aleguen razones fundadas para que no sea así. 

	
d) La destrucción o cesión con fines humanitarios, si fuere posible, a elección del actor, y a costa siempre del condenando, de los productos ilícitamente identificados con la marca que estén en posesión del infractor, salvo que la naturaleza del producto permita la eliminación del signo distintivo sin afectar al producto o la destrucción del producto produzca un perjuicio desproporcionado al infractor o al propietario, según las circunstancias específicas de casa caso apreciadas por el Tribunal. 

	
e) La atribución en propiedad de los productos, materiales y medios embargados en virtud de lo dispuesto en el apartado c) cuando sea posible, en cuyo caso se imputará el valor de los bienes afectados al importe de la indemnización de daños y perjuicios. Si el valor mencionado excediera del importe de la indemnización concedida, el titular del derecho de marca deberá compensar a la otra parte por el exceso. 

	
f) La publicación de la sentencia a costa del condenado mediante anuncios y notificaciones a las personas interesadas. 





	
2. Cuando el titular de una marca, que lleve menos de cinco años registrada en el momento de presentar la demanda, ejercite frente a un tercero, por medio de alguna de las acciones previstas en el apartado 1, los derechos conferidos por el art. 34, deberá probar, si así lo solicita el demandado por vía de excepción, que, en el curso de los cinco años anteriores a la fecha de presentación de la demanda, la marca ha sido objeto de un uso efectivo y real para los productos o servicios para los que esté registrada y en los que se basa la demanda, o que existen causas justificativas de la falta de uso. A estos efectos, la marca se considerará registrada solamente para los productos o servicios para los que haya sido realmente utilizada. El demandado podrá asimismo ejercitar, por vía de reconvención, la acción de declaración de caducidad por falta de uso de la marca del actor. 

	
3. Las medidas contempladas en los párrafos a) y c) del apartado 1 de este artículo podrán también solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios recurra un tercero para infringir derechos de marca, aunque los actos de dichos intermediarios no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias. 



Art. 42. Presupuestos de la indemnización de daños y perjuicios.

Art. 43. Cálculo de la indemnización de daños y perjuicios. (Ley 19/2006).

Art. 44. Indemnizaciones coercitivas.

Cuando se condene a la cesación de los actos de violación de una marca, el Tribunal fijará una indemnización de cuantía determinada no inferior a 600 euros por día transcurrido hasta que se produzca la cesación efectiva de la violación. El importe de esta indemnización y el día a partir del cual surgirá la obligación de indemnizar se fijará en ejecución de sentencia.

Art. 45. Prescripción de acciones.


	
1. Las acciones civiles derivadas de la violación del derecho de marca prescriben a los cinco años, contados desde el día en que pudieron ejercitarse. 

	
2. La indemnización de daños y perjuicios solamente podrá exigirse en relación con los actos de violación realizados durante los cinco años anteriores a la fecha en que se ejercite la correspondiente acción. 



La Disposición Adicional Primera de la Ley de Marcas, que se denomina jurisdicción y normas procesales, nos dice que las normas vigentes contenidas en el Título XIII de la Ley 11/1986, de 20 de marzo, de Patentes, respecto de las patentes serán de aplicación a las distintas modalidades de signos distintivos regulados en la presente Ley, en todo aquello que no sea incompatible con su propia naturaleza, a excepción del art. 128 de dicha Ley.

Y la Disposición Adicional Tercera, con la denominación de modificación de la Ley de Patentes, alcanza al art. 125 de ésta, pero teniendo en cuenta que este precepto es modificado por la Disposición Final Quinta de la Ley de Enjuiciamiento Civil: Los litigios civiles que puedan surgir al amparo de la presente Ley se resolverán en el juicio correspondiente conforme a la LEC.

En realidad a la vista del art. 41 podemos afirmar que en el mismo se comprenden solamente dos acciones, una de cesación de actos que violen el derecho del titular y otra de indemnización de daños y perjuicios, ya que los otros extremos no son más que medidas o consecuencias inherentes a ambas clases de acciones. Además, cuando hablamos de la acción de cesación habrá que tener en cuenta que deben seguirse los trámites del Juicio Verbal cuando se trate de demandas en defensa de los intereses colectivos y difusos de los consumidores y usuarios, porque así lo establece el n.º 12 del art. 250.1 LEC, con la legitimación activa que el art. 11 de la misma atribuye en este campo a los consumidores y usuarios. Y cuando se trata de la acción de indemnización de daños y perjuicios, como normalmente lo será en una cierta cuantía económica, habrá que estar a la misma para determinar el cauce a seguir, si el juicio declarativo ordinario o el verbal.

Disposiciones de la Ley de Patentes

Comienza el preámbulo de la Ley por decir que es criterio unánime en todos los países industrializados que la legislación en materia de patentes influye decisivamente en la organización de la economía, al constituir un elemento fundamental para impulsar la innovación tecnológica pues resulta imprescindible para elevar el nivel de competitividad de nuestra industria. Dice el art. 1 que para la protección de las invenciones industriales se concederán de acuerdo con lo previsto en la presente Ley, los siguientes títulos de propiedad industrial: a) patentes de invención y b) certificados de protección de modelos de utilidad. Y en el art. 4 se dispone: son patentables las invenciones nuevas, que impliquen una actividad inventiva y sean susceptibles de aplicación industrial. Son protegibles, como modelos de utilidad, las invenciones que, siendo nuevas e implicando una actividad inventiva, consisten en dar a un objeto una configuración, estructura o constitución de las que resulte alguna ventaja prácticamente apreciable para su uso o fabricación.

Título VII. Acciones por violación del derecho de patente.

Art. 62. El titular de una patente podrá ejercitar ante los órganos de la Jurisdicción ordinaria, las acciones que correspondan, cualquiera que sea su clase y naturaleza, contra quienes lesionen su derecho y exigir las medidas necesarias para su salvaguarda.

Art. 63 (Ley 19/2006). El titular cuyo derecho de patente sea lesionado podrá, en especial, solicitar:


	
a)La cesación de los actos que violen su derecho. 

	
b)La indemnización de los daños y perjuicios sufridos. 

	
c) El embargo de los objetos producidos o importados con violación de su derecho y de los medios exclusivamente destinados a tal producción o a la realización del procedimiento patentado. 

	
d) La atribución en propiedad de los objetos o medios embargados en virtud de lo dispuesto en el apartado anterior cuando sea posible, en cuyo caso se imputará el valor de los bienes afectados al importe de la indemnización de daños y perjuicios. Si el valor mencionado excediere del importe de la indemnización concedida, el titular de la patente deberá compensar a la otra parte por el exceso. 

	
e) La adopción de las medidas necesarias para evitar que prosiga la violación de la patente y, en particular, la transformación de los objetos o medios embargados en virtud de lo dispuesto en el apartado c), o su destrucción cuando ello fuera indispensable para impedir la violación de la patente. 

	
f) La publicación de la sentencia condenatoria del infractor de la patente, a costa del condenado, mediante anuncios y notificaciones a las personas interesadas. Esta medida solo será aplicable cuando la sentencia así lo aprecie expresamente. 



3. Las medidas contempladas en los párrafos a) y e) del apartado 1 de este artículo podrán también solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios recurra un tercero para infringir derechos de marca, aunque los actos de dichos intermediarios no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias.

Art. 71. 1. Las acciones civiles derivadas de la violación del derecho de patente prescriben a los cinco años, contados desde el momento en que pudieron ejercitarse.

2. Solo podrá reclamarse indemnización de daños y perjuicios por hechos acaecidos durante los cinco años inmediatamente anteriores a la fecha en que se ejercite la correspondiente acción.

Diremos que los arts. 64 a 70 se limitan a la concreción de los daños y perjuicios; y como hemos indicado antes con la Ley de Marcas, a la vista del art. 63 podemos afirmar que en el mismo se comprenden solamente dos acciones, una de cesación de actos que violen el derecho del titular y otra de indemnización de daños y perjuicios, ya que los otros extremos no son más que medidas o consecuencias inherentes a ambas clases de acciones.

Título XIII. Jurisdicción y normas procesales.

Habrá que tener en cuenta la Disposición Derogatoria Única LEC, punto 2, número 14, que deroga los apartados tercero y cuarto del art. 125, el apartado segundo del art. 133, el art. 135 y los apartados primero y segundo del art. 136. Y la Disposición Final Quinta LEC que da nueva redacción al apartado primero del art. 125.

Capítulo Primero. Disposiciones generales.

Art. 123. El conocimiento de todos los litigios que se susciten como consecuencia del ejercicio de acciones, de cualquier clase y naturaleza que sean, derivadas de la aplicación de los preceptos de la presente ley, corresponde a los órganos de la Jurisdicción ordinaria.

Art. 124. 1. Salvo pacto en contrario, el concesionario de una licencia exclusiva podrá ejercitar en su propio nombre todas las acciones que en la presente ley se reconocen al titular de la patente frente a los terceros que infrinjan su derecho, pero no podrá ejercitarlas el concesionario de una licencia no exclusiva.

2. El licenciatario, que conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, no esté legitimado para ejercitar las acciones por violación de la patente, podrá requerir notarialmente al titular de la misma para que entable la acción judicial correspondiente. Si el titular se negara o no ejercitara la oportuna acción dentro de un plazo de tres meses, podrá el licenciatario entablarla en su propio nombre, acompañando el requerimiento efectuado. Con anterioridad al transcurso del plazo mencionado el licenciatario podrá pedir al Juez la adopción de medidas cautelares urgentes cuando justifique la necesidad de las mismas para evitar un daño importante, con presentación del referido requerimiento.

3. El licenciatario que ejercite una acción en virtud de lo dispuesto en alguno de los apartados anteriores deberá notificárselo al titular de la patente, el cual podrá personarse e intervenir en el procedimiento.

Art. 125. 1. Los litigios civiles que puedan surgir al amparo de la presente Ley se resolverán en el juicio que corresponda conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil.

2. Será competente el Juez de Primera Instancia de la ciudad sede del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma correspondiente al domicilio del demandado, pudiendo ser designado uno con carácter permanente, donde hubiere varios, por el órgano judicial competente.

3. En el caso de acciones por violación del derecho de patente, también será competente, a elección del demandante, el mismo Juzgado a que se refiere el apartado anterior de la Comunidad Autónoma donde se hubiera realizado la violación o se hubieran producido sus efectos.

Art. 126. La persona frente a la que se ejercite una acción por violación de los derechos derivados de una patente podrá alegar, en toda clase de procedimientos, por vía de reconvención o por vía de excepción, la nulidad total o parcial de la patente del actor, de conformidad con las normas del Derecho procesal común. A tales efectos, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el art. 113.

Art. 127. 1. Cualquier interesado podrá ejercitar una acción contra el titular de una patente, para que el Juez competente declare que una actuación determinada no constituya una violación de esa patente.

2. El interesado, con carácter previo a la presentación de la demanda, requerirá notarialmente al titular de la patente para que se pronuncie sobre la oponibilidad entre la misma y la explotación industrial que el requirente lleve a cabo sobre territorio español y frente a los preparativos serios y efectivos que desarrolle a tales efectos. Transcurrido un mes desde la fecha del requerimiento sin que el titular de la patente se hubiera pronunciado o cuando el requirente no esté conforme con la respuesta, podrá ejercitar la acción prevista en el apartado anterior.

3. No podrá ejercitar la acción mencionada en el apartado 1 quien hubiere sido demandado por la violación de la patente de que se trate.

4. Si el demandante prueba que la actuación a que se refiere su demanda no constituye una violación de la patente, el Juez hará la declaración requerida.

5. La demanda deberá ser notificada a todas las personas titulares de derechos sobre la patente debidamente inscritos en el Registro, con el fin de que puedan personarse e intervenir en el proceso. Esto no obstante, no podrán personarse en autos los licenciatarios contractuales cuando así lo disponga su contrato de licencia.

6. La acción a que se refiere el presente artículo podrá ser ejercitada junto con la acción para que se declare la nulidad de la patente.

Art. 128. Derogado por Ley 19/2006, de 5 de junio.

Capítulo Segundo. Diligencias de comprobación de hechos.

Art. 129. 1. (Ley 19/2006) La persona legitimada para ejercitar las acciones derivadas de la patente podrá pedir al juez que con carácter urgente acuerde la práctica de diligencias para la comprobación de hechos que puedan constituir violación del derecho exclusivo otorgado por la patente, sin perjuicio de las que puedan solicitarse al amparo del art. 256.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

2. Antes de resolver sobre la petición formulada, el Juez podrá requerir los informes y ordenar las investigaciones que estime oportunas.

3. Solamente podrá acordarse la práctica de las diligencias cuando, dadas las circunstancias del caso, sea presumible la violación de la patente y no sea posible comprobar la realidad de la misma sin recurrir a las diligencias solicitadas.

4. Al acordar, en su caso, la práctica de las diligencias solicitadas, el Juez fijará la caución que deberá prestar el peticionario para responder de los daños y perjuicios que eventualmente puedan ocasionarse.

5. Si el Juez no considerara suficientemente fundada la pretensión, la denegará por medio de auto que será apelable en ambos efectos.

Art. 130. 1. En la diligencia de comprobación el Juez, con intervención del perito o peritos que a tal efecto haya designado, y oídas las manifestaciones de la persona con quien se entienda la diligencia, determinará si las máquinas, dispositivos o instalaciones inspeccionados pueden servir para llevar a cabo la violación alegada de la patente.

2. Cuando el Juez considere que no es presumible que los medios inspeccionados estén sirviendo para llevar a cabo la violación de la patente, dará por terminada la diligencia, ordenará que se forme una pieza separada en la que se incluirán las actuaciones, que se mantendrá secreta, y notificará al peticionario que no procede darle a conocer el resultado de las diligencias realizadas.

3. En los demás casos, el Juez, con intervención del perito o peritos designados al efecto, efectuará una detallada descripción de las máquinas, dispositivos, procedimientos o instalaciones mediante la utilización de los cuales se lleve presumiblemente a cabo la violación alegada.

4. En todo caso cuidará el Juez de que la diligencia de comprobación no sirva como medio para violar secretos industriales o para realizar actos que constituyan competencia desleal.

5. Contra la decisión del Juez sobre el resultado de la diligencia practicada no se dará recurso alguno.

Art. 131. 1. De las diligencias de comprobación realizadas no podrán expedirse otras certificaciones ni copias que la destinada a la parte afectada y la precisa para que el solicitante de las mismas inicie la correspondiente acción judicial. El solicitante solo podrá utilizar esta documentación para plantear dicha acción, con prohibición de divulgarla o comunicarla a terceros.

2. Si en el plazo de dos meses a partir de la fecha de la práctica de las diligencias de comprobación no se hubiere presentado la correspondiente demanda ejercitando la acción judicial, quedaran aquéllas sin efecto y no podrán ser utilizados en ninguna otra acción judicial.

Art. 132. La parte afectada por las diligencias de comprobación podrá reclamar en todo caso, de quien la hubiere solicitado, los gastos y daños que se le hubieren ocasionado, incluido el lucro cesante, todo ello sin perjuicio de la responsabilidad general por daños y perjuicios en que pudiera haber incurrido el solicitante de las medidas en los casos que a ello hubiere lugar.

Capítulo Tercero. Medidas cautelares.

Art. 133. Quien ejercite o vaya a ejercitar una acción de las previstas en la presente Ley, podrá solicitar del órgano judicial que haya de entender de aquélla la adopción de las medidas cautelares tendentes a asegurar la efectividad de dichas acciones, siempre que justifique la explotación de la patente objeto de la acción en los términos del art. 83 de la presente Ley o que ha iniciado unos preparativos serios y efectivos a tales efectos.

Art. 134. Se podrán adoptar como medidas cautelares las que aseguren debidamente la completa efectividad del eventual fallo que en su día recaiga, y en especial las siguientes:


	
1.ª)(Ley 19/2006) La cesación de los actos que violen el derecho del peticionario o su prohibición, cuando existan indicios racionales para suponer la inminencia de dichos actos. 

	
2.ª) La retención y depósito de los objetos producidos o importados con violación de su derecho, y de los medios exclusivamente destinados a tal producción o a la realización del procedimiento patentado. 

	
3.ª) El afianzamiento de la eventual indemnización de daños y perjuicios. 

	
4.ª) Las anotaciones registrales que procedan. 



Art. 135. Derogado LEC. Y añadido posteriormente por Ley 19/2006. Las medidas cautelares a que se refiere el número 1 del artículo anterior podrán también solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios recurra un tercero para infringir derechos de patente, aunque los actos de dichos intermediarios no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias.

Art. 136. Derogado LEC. Solo queda apartado 3. No procederá la adopción de medidas cautelares cuando resultare que el demandado está amparado por un derecho fundado en una utilización anterior según el art. 54.

Art. 137. 1. Al acordar, en su caso, las medidas cautelares solicitadas, el Juez fijará la caución que deberá prestar el peticionario para responder de los daños y perjuicios que eventualmente puedan ocasionarse.

2. En caso de que las medidas solicitadas impliquen restricciones para la actividad industrial o comercial del demandado, el Juez señalará, al tiempo de acordarlas, el importe de la fianza mediante la prestación de la cual dicho demandado podrá sustituir en cualquier momento la efectividad de dichas medidas restrictivas acordadas.

3. En todo caso, las fianzas que con carácter principal o sustitutorio se decreten para el demandado, se fijarán siempre en un tanto por periodo de tiempo que transcurra, cuando las mismas deriven de unos actos de explotación industrial o comercial que puedan tener continuidad indefinida.

4. La fianza podrá consistir en un aval bancario. No se admitirán las fianzas personales.

5. Para la fijación del importe de las fianzas el Juez deberá oír a ambas partes.

Art. 138. 1. Si la sentencia de primera instancia dictada en el procedimiento civil de fondo estableciera pronunciamientos condenatorios para alguna de las partes y fuera objeto de apelación, se dará cuenta del recurso a la parte apelada para que ésta pueda, dentro del plazo de tres días, exigir del Juez la adopción de las correspondientes medidas cautelares o la prestación de la oportuna fianza sustitutoria, tendentes al aseguramiento de la efectividad del fallo recaído, siempre que estas medidas no se hubieren adoptado previamente o fueren insuficientes.

2. El Juez de instancia mantendrá la competencia para tramitar y resolver lo pertinente sobre este incidente de aseguramiento, con independencia de admisión de la apelación y la elevación de los autos principales al Tribunal al que corresponda conocer de los recursos de apelación.

Art. 139. 1. (Ley 19/2006) En el caso de formularse la petición de medidas cautelares antes de ejercitarse la acción principal, quedarán sin efecto en su totalidad si la demanda no se presentara en el plazo previsto en el art. 730.2 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el Juez, al decretar el levantamiento de las medidas cautelares, fijará el importe de los daños y perjuicios que habrán de abonarse al demandado con cargo a la caución prestada por el demandante. Cuando el importe de la caución no fuera suficiente para hacer frente a la indemnización por daños y perjuicios, el demandado podrá ejercitar la correspondiente acción de responsabilidad para reclamar el importe restante.

3. Las medidas cautelares que se hubieran acordado en su caso, quedarán siempre sin efecto, si la sentencia dictada en primera instancia no fuere favorable a los pedimentos para el aseguramiento de cuya efectividad hubieren sido aquellas medidas solicitadas, o se revocara la sentencia de primera instancia, en el supuesto de que ésta hubiera sido favorable a los referidos pedimentos.

Capítulo Cuarto. Conciliación en materia de invenciones laborales.

Art. 140. Antes de iniciar acción judicial alguna basada en la aplicación de las normas del tít. IV de esta ley, relativo a las invenciones laborales, la cuestión discutida deberá ser sometida a un acto de conciliación ante el Registro de la Propiedad Industrial.

Art. 141. 1. A los efectos del acto de conciliación mencionado en el artículo anterior, se constituirá una Comisión presidida por un experto del Registro de la Propiedad Industrial designado por el Director de dicho Organismo y formada por un experto designado por los trabajadores de la empresa a la que pertenezca el inventor y otro experto designado por el empresario.

2. En los casos en que el inventor sea una persona al servicio de cualquiera de las Administraciones Públicas, la Comisión de conciliación estará presidida por un experto del Registro de la Propiedad Industrial designado por el Director de dicho Organismo y formarán parte de la misma los miembros designados en la forma que se establezca por Real Decreto dentro del marco de la legislación de funcionarios.

Art. 142. 1. Una propuesta de acuerdo deberá dictarse por la Comisión de conciliación en un plazo máximo de dos meses desde que el acto de conciliación se solicitó y las partes deberán manifestarse en el plazo máximo de quince días si están o no conformes con dicha propuesta. En caso de silencio se entenderá que existe conformidad.

2. Ningún Juez admitirá una demanda sobre derechos dimanantes del título IV de la presente ley que no vaya acompañada de una certificación del Director del Registro de la Propiedad Industrial en que se haga constar la no conformidad de alguna de las partes con la propuesta de acuerdo prevista en los artículos anteriores.

3. Los arts. 460 y 480 LEC serán de aplicación supletoria en lo que sea pertinente.

Citaremos también dentro de este apartado de las patentes la Ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección Jurídica del Diseño Industrial, en cuyo art. 45 se indica que el registro del diseño conferirá a su titular el derecho exclusivo a utilizarlo y a prohibir su utilización por terceros sin su consentimiento. Y en el Capítulo II del Título VI se contienen las acciones por violación del diseño registrado.

Art. 52. Posibilidad de ejercitar acciones civiles y penales.

El titular de los derechos reconocidos en esta ley podrá ejercitar ante los órganos jurisdiccionales las acciones civiles o penales que correspondan contra quienes lesionen su derecho y exigir las medidas necesarias para su salvaguardia.

Art. 53. (Ley 19/2006) Acciones civiles que puede ejercitar el titular del diseño registrado.


	
1. En especial, el titular del diseño registrado cuyo derecho sea lesionado podrá reclamar en la vía civil: 
	
a)La cesación de los actos que violen su derecho. 

	
b)La indemnización de los daños y perjuicios sufridos. 

	
c) La adopción de las medidas necesarias para evitar que prosiga la actividad infractora y, en particular, que se retiren del tráfico económico los productos en los que se haya materializado la violación de su derecho y el embargo o la destrucción de los medios principalmente destinados a cometer la infracción. Estas medidas se ejecutarán a expensas del infractor, salvo que se aleguen razones fundadas para que no sea así. 

	
d) La destrucción, o la cesión con fines humanitarios si fuere posible, a elección del actor y a costa del condenado, de los productos a que se refiere el apartado anterior, salvo que la naturaleza del producto permita impedir la continuación de la actividad infractora eliminando el diseño sin afectar sustancialmente al producto, o a juicio del tribunal, la destrucción o cesión de los productos infractores resulte una medida claramente desproporcionada y existan otras alternativas menos gravosas para evitar que prosiga o se reanude la violación del derecho del titular del diseño. 

	
e) Alternativamente, la entrega de los medios o de los objetos a que se refieren los párrafos c) y d) del apartado 1, a precio de coste y a cuenta de su correspondiente indemnización de daños y perjuicios, cuando sea posible y esta medida resulte proporcionada teniendo en cuenta las circunstancias de la infracción apreciadas por el tribunal. Si su valor excediera del impor-te de la indemnización concedida, el titular del diseño deberá compensar a la otra parte por el exceso. 

	
f) La publicación de la sentencia a costa del infractor mediante anuncios y notificaciones a las personas interesadas. 





	
2. Lo dispuesto en el apartado anterior no se aplicará a los objetos adquiridos de buena fe para uso personal. 

	
3. Las medidas contempladas en los párrafos a) y c) del apartado 1 de este artículo podrán también solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios recurra un tercero para infringir derechos reconocidos en esta ley, aunque los actos de dichos intermediarios no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias. 



Los arts. 54 y 55, con su redacción dada por la Ley 19/2006, se centran en la concreción de los daños y perjuicios.

Art. 56. Limitaciones al ejercicio de las acciones.

El titular del diseño no podrá ejercitar las acciones establecidas en este título frente a quienes utilicen los objetos que hayan sido introducidos en el comercio por personas que le hayan indemnizado en forma adecuada los daños y perjuicios causados.

Art. 57. Prescripción de acciones civiles.


	
1. Las acciones civiles derivadas de la violación del derecho sobre el diseño registrado prescriben a los cinco años contados desde el día en que pudieron ejercitarse. 

	
2. La indemnización de los daños y perjuicios solamente podrá exigirse en relación con los actos de infracción realizados durante los cinco años anteriores a la fecha en que se ejercite la correspondiente acción. 



4.4.  Demandas en materia de propiedad intelectual

Disponen los arts. 428 y 429 del Código Civil que el autor de una obra literaria, científica o artística, tiene el derecho de explotarla y disponer de ella a su voluntad; y que la ley sobre propiedad intelectual determina las personas a quienes pertenece ese derecho, la forma de su ejercicio y el tiempo de su duración. En los casos no previstos ni resueltos por dicha ley especial se aplicarán las reglas generales establecidas en este Código Civil sobre la propiedad.

La regulación de este tipo de propiedad se contiene en el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, regularizando, aclarando y armonizando las disposiciones legales vigentes sobre la materia (BOE n.º 97, de 22 de abril), y que responde a la respuesta dada a la Disposición Final Segunda de la Ley 27/1995, de 11 de octubre, de incorporación al Derecho Español de la Directiva 93/98 CEE, de 29 de octubre, relativa a la armonización del plazo de protección del derecho de autor y de determinados derechos afines. Este Real Decreto deroga la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelectual, y la de modificación 20/1992 de 7 de julio.

Sufre modificaciones posteriores por la Ley 19/2006, de 5 de julio, por la que se amplían los medios de tutela de los derechos de propiedad intelectual e industrial y se establecen normas procesales para facilitar la aplicación de diversos reglamentos comunitarios (BOE n.º 134, de 6 de junio). Y por la Ley 23/2006, de 7 de julio, por la que se modifica el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril (BOE n.º 162, de 8 de julio).

Y en lo que puede afectar citaremos la Ley 10/2007, de 22 de junio, de la lectura, del libro y de las bibliotecas (BOE n.º 150, de 23 de junio). Y la Ley 3/2008, de 23 de diciembre, relativa al derecho de participación en beneficio del autor de una obra de arte original (BOE n.º 310, de 25 de diciembre).

Podemos denominar propiedad intelectual, o bien llamada también «derecho de autor», el conjunto de derechos que la ley reconoce al autor sobre la obra producto de su inteligencia y, fundamentalmente, la facultad de autorizar o negar la reproducción de aquélla. En su sentido amplio y genérico la propiedad intelectual abarcará todas las obras del ingenio humano, esto es, la literaria, la artística, dramática e industrial; pero en su sentido más restringido comprendería solamente las tres primeras, para contraponerla a la propiedad industrial. El art. 1 de la Ley dice que la propiedad intelectual de una obra literaria, artística o científica corresponde al autor por el solo hecho de su creación; y en el art. 2 se concreta que la propiedad intelectual está integrada por derechos de carácter personal y patrimonial, que atribuyen al autor la plena disposición y el derecho exclusivo a la explotación de la obra, sin más limitaciones que las establecidas en la Ley.

Desde un punto de vista procesal hay que tener en cuenta la Disposición Derogatoria Única LEC que deroga el art. 142; y la Disposición Final Segunda que modifica los arts. 25, 103, 143, y 150.

Libro III. De la protección de los derechos reconocidos en esta ley.

Título I. Acciones y procedimiento.

Art. 138. Acciones y medidas cautelares urgentes (Ley 23/2006).

El titular de los derechos reconocidos en esta Ley, sin perjuicio de otras acciones que le correspondan, podrán instar el cese de la actividad ilícita del infractor y exigir la indemnización de los daños materiales y morales causados, en los términos previstos en los arts. 139 y 140. También podrá instar la publicación o difusión, total o parcial, de la resolución judicial o arbitral en medios de comunicación a costa del infractor.

Asimismo podrá solicitar con carácter previo la adopción de las medidas cautelares de protección urgente reguladas en el art. 141.

Tanto las medidas de cesación específicas contempladas en el art. 139.1 h) como las medidas cautelares previstas en el art. 141.6 podrán también solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios recurra un tercero para infringir derechos de propiedad intelectual reconocidos en esta Ley, aunque los actos de dichos intermediarios no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias.

Art. 139. Cese de la actividad ilícita (Ley 23/2006).


	
1. El cese de la actividad ilícita podrá comprender: 
	
a) La suspensión de la explotación o actividad infractora, incluyendo todos aquellos actos o actividades a los que se refieren los arts. 160 y 162. 

	
b) La prohibición al infractor de reanudar la explotación o actividad infractora. 

	
c) La retirada del comercio de los ejemplares ilícitos y su destrucción, incluyendo aquellos en los que haya sido suprimida o alterada sin autorización la información para la gestión electrónica de derechos o cuya protección tecnológica haya sido eludida. Esta medida se ejecutará a expensas del infractor, salvo que se aleguen razones fundadas para que no sea así. 

	
d) La retirada de los circuitos comerciales, la inutilización y, en caso necesario, destrucción de los moldes, planchas, matrices, negativos y demás elementos materiales, equipos o instrumentos destinados principalmente a la reproducción, a la creación o fabricación de ejemplares ilícitos. Esta medida se ejecutará a expensas del infractor, salvo que se aleguen razones fundadas para que no sea así. 

	
e) La remoción o el precinto de los aparatos utilizados en la comunicación pública no autorizada de obras o prestaciones, así como de aquellas en las que se haya suprimido o alterado sin autorización la información para la gestión electrónica de derechos, en los términos previstos en el art. 162, o a las que se haya accedido eludiendo su protección tecnológica, en los términos previstos en el art. 160. 

	
f) El comiso, la inutilización y, en caso necesario, la destrucción de los instrumentos, con cargo al infractor, cuyo único uso sea facilitar la supresión o neutralización no autorizadas de cualquier dispositivo técnico utilizado para proteger un programa de ordenador. Las mismas medidas podrán adoptarse en relación con los dispositivos, productos o componentes para la elusión de medidas tecnológicas a las que se refiere el art. 160 y para suprimir o alterar la información para la gestión electrónica a que se refiere el art. 162. 

	
g) La remoción o el precinto de los instrumentos utilizados para facilitar la supresión o la neutralización no autorizadas de cualquier dispositivo técnico utilizado para proteger obras o prestaciones aunque aquélla no fuera su único uso. 

	
h) La suspensión de los servicios prestados por intermediarios a terceros que se valgan de ellos para infringir derechos de propiedad intelectual, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. 





	
2. El infractor podrá solicitar que la destrucción o inutilización de los mencionados ejemplares y material, cuando estos sean susceptibles de otras utilizaciones, se efectúe en la medida necesaria para impedir la explotación ilícita. 

	
3. El titular del derecho infringido podrá pedir la entrega de los referidos ejemplares y material a precio de coste y a cuenta de su correspondiente indemnización de daños y perjuicios. 

	
4. Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los ejemplares adquiridos de buena fe para uso personal. 



Art. 140. Indemnización.

El perjudicado podrá optar, como indemnización, entre el beneficio que hubiere obtenido presumiblemente, de no mediar la utilización ilícita, o la remuneración que hubiera percibido de haber autorizado la explotación.

En caso de daño moral procederá su indemnización, aún no probada la existencia de perjuicio económico. Para su valoración se atenderá a las circunstancias de la infracción, gravedad de la lesión y grado de difusión ilícita de la obra.

La acción para reclamar los daños y perjuicios a que se refiere este artículo prescribirá a los cinco años desde que el legitimado pudo ejercitarla.

Art. 141. Medidas cautelares (Ley 23/2006).

En caso de infracción o cuando exista temor racional y fundado de que ésta va a producirse de modo inminente, la autoridad judicial podrá decretar, a instancias de los titulares de los derechos reconocidos en esta ley, las medidas cautelares que, según las circunstancias, fuesen necesarias para la protección urgente de tales derechos, y en especial:


	
1. La intervención y el depósito de los ingresos obtenidos por la actividad ilícita de que se trate o, en su caso, la consignación o depósito de las cantidades debidas en concepto de remuneración. 

	
2. La suspensión de la actividad de reproducción, distribución y comunicación pública, según proceda, o de cualquier otra actividad que constituya una infracción a los efectos de esta Ley, así como la prohibición de estas actividades si todavía no se han puesto en práctica. 

	
3. El secuestro de los ejemplares producidos o utilizados y el del material empleado exclusivamente para la reproducción o comunicación pública. 

	
4. El secuestro de los instrumentos, dispositivos, productos y componentes referidos en los arts. 102. c) y 160.2 y de los utilizados para la supresión o alteración de la información para la gestión electrónica de los derechos referidos en el art. 162.2. 

	
5. El embargo de los equipos, aparatos y soportes materiales a que se refiere el art. 25, que quedarán afectos al pago de la compensación reclamada y a la oportuna indemnización de daños y perjuicios. 

	
6. La supresión de los servicios prestados por intermediarios a terceros que se valgan de ellos para infringir derechos de propiedad intelectual, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. 



La adopción de las medidas cautelares quedará sin efecto si no se presentara la correspondiente demanda en los términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Art. 142. Procedimiento.Derogado LEC.

Art. 143. Causas criminales.

En las causas criminales que se sigan por infracción de los derechos reconocidos en esta Ley, podrán adoptarse las medidas cautelares procedentes en procesos civiles, conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Estas medidas no impedirán la adopción de cualesquiera otras establecidas en la legislación procesal penal.

Nuevamente nos hallamos en esta materia ante dos tipos de acciones, la que se denomina de cesación de la actividad ilícita del infractor y la que se encamina a exigir una indemnización de daños y perjuicios, por lo que podemos decir lo mismo que antes hemos referido en la propiedad industrial. Cuando hablamos de la acción de cesación habrá que tener en cuenta que deben seguirse los trámites del juicio verbal cuando se trate de demandas en defensa de los intereses colectivos y difusos de los consumidores y usuarios, porque así lo establece el n.º 12 del art. 250.1 LEC, con la legitimación activa que el art. 11 LEC atribuye en este campo a los consumidores y usuarios. Y cuando se trata de la acción de indemnización de daños y perjuicios, como normalmente lo será en una determinada cuantía económica, habrá que estar a la misma para determinar el cauce a seguir, si el juicio declarativo ordinario o el verbal.

Título IV. Las entidades de gestión de los derechos reconocidos en la Ley.

Art. 150. Legitimación.

Las entidades de gestión, una vez autorizadas, estarán legitimadas en los términos que resulten de sus propios estatutos, para ejercer los derechos confiados a su gestión y hacerlos valer en toda clase de procedimientos administrativos o judiciales.

Para acreditar dicha legitimación, la entidad de gestión únicamente deberá aportar al inicio del proceso copia de sus estatutos y certificación acreditativa de su autorización administrativa. El demandado solo podrá fundar su oposición en la falta de representación de la actora, la autorización del titular del derecho exclusivo o el pago de la remuneración correspondiente.

Este precepto está redactado en su versión actual por la Disposición Final Segunda, apartado 4, de la LEC.

La propiedad intelectual puede considerarse como una situación de poder única, autónoma, independiente y unitaria, que permite a los autores gozar y disponer de un derecho a voluntad, explotando la obra creada, lo que permite, o al menos no obsta, para el necesario reconocimiento de su carácter incorporal y manifestación de la personalidad de su autor, además del aspecto patrimonial, pues se trata de un goce distinto del que se tiene sobre cosas exclusivamente corporales. En definitiva, como señala la sentencia del TS de 19 de julio de 1993, tal derecho tiene un contenido no solo de satisfacción interna de su autor, sino que externamente está destinado a la difusión de la obra producida entre el público, contribuyendo, entre otros fines, a la formación cultural y lúdica de éste, constituyendo la obra intelectual en sus varias formas una propiedad tan legítima y respetable como las demás que el derecho reconoce. Por ello el art. 2 de la Ley indica que la propiedad intelectual está integrada por derechos de carácter personal y patrimonial, que atribuyen al autor la plena disposición y el derecho exclusivo a la explotación de la obra, sin más limitaciones que las establecidas en la ley.

Pero sin incurrir en exageración, se puede afirmar que hasta que los autores y demás titulares de derechos se organizaron en sociedades de gestión colectiva, fueron ajenos al disfrute derivado de la explotación económica de las obras generadas con su inspiración y trabajo. De siempre, con pocas excepciones, su única retribución consistió en cierto reconocimiento social, más acusado y referido a su memoria después de su fallecimien-to. En estas circunstancias, en España, y en casi todo el mundo, nacen las sociedades de gestión colectiva como un remedio a la histórica situación de depredación sufrida por la clase autoral. El 16 de junio de 1899 nace la Sociedad General de Autores de España, pretendiendo los autores, al crear dicha sociedad, solucionar, en términos económicos, el entonces difícil problema de la reproducción de sus originales para ponerlos a disposición de los artistas e intérpretes, eludiendo a los intermediarios, y hacer eso desde una organización autogobernada y de reducidos costes. Hasta entonces el derecho de ejecución pública, base principal de la retribución de los autores, significaba sencillamente el derecho a obtener una compensación cuando se ejecutaba alguna obra por artistas en presencia del público. Pero la internacionalización de la cultura y los múltiples foros de explotación surgidos al hilo de las nuevas tecnologías, produjo el efecto de que la gestión colectiva deviniese en imprescindible, al menos para algunas de las nuevas modalidades de explotación, y no solo por interés de los creadores, sino también por el interés de las organizaciones dedicadas a la comunicación de la cultura y el ocio, que precisaban un referente singular a la hora de contratar.

En la Ley de Propiedad Intelectual de 1987 se produce el pleno desarrollo de las entidades de gestión colectiva y el reconocimiento formal de su importancia y trascendencia. Es un hecho reconocido por las instituciones de la Comunidad Europea que los titulares de derechos de propiedad intelectual únicamente pueden lograr su real efectividad actuando colectivamente a través de organizaciones que ejerzan facultades de mediación y gestión de los derechos mencionados. Al hilo de este impulso, además de la Sociedad General de Autores de España, que prosiguió su actividad como entidad multidisciplinar al defender los derechos de los colectivos de autores dramáticos, músicos y de obras audicionales, en los años siguientes a 1987 surgieron y desarrollaron su actividad varias sociedades tales como:

Asociación de Gestión de Derechos Intelectuales (AGEDI). Orden del Ministerio de Cultura de 15 de febrero de 1989.

Asociación de Artistas e Intérpretes o Ejecutantes, Sociedad de Gestión de España (AIE). Orden del Ministerio de Cultura de 29 de junio de 1989.

Entidad de Gestión de Derechos de los Productores Audiovisuales (EGEDA). Orden del Ministerio de Cultura de 29 de octubre de 1989.

Asociación de Actores e Intérpretes, Sociedad de Gestión de España (AISGE). Orden del Ministerio de Cultura de 30 de octubre de 1989.

Asociación Visual Entidad de Gestión de Artistas Plásticos (VEGAP). Orden del Ministerio de Cultura de 5 de junio de 1990.

Asociación Centro Español de Derechos Reprográficos (CEDRO). Orden del Ministerio de Cultura de 30 de junio de 1988.

El art. 147 indica que las entidades legalmente constituidas que pretendan dedicarse, en nombre propio o ajeno, a la gestión de derechos de explotación u otros de carácter patrimonial, por cuenta o en interés de varios autores u otros titulares de derechos de propiedad intelectual, deberán obtener la oportuna autorización del Ministerio de Cultura, que habrá de publicarse en el Boletín Oficial del Estado. Estas entidades no podrán tener ánimo de lucro y, en virtud de la autorización, podrán ejercer los derechos de propiedad intelectual confiados a su gestión y tendrán los derechos y obligaciones que se establecen en la ley.

Expuesta la problemática de la existencia de las entidades de gestión un tema procesal que podemos abordar es el de su legitimación activa para actuar judicialmente.

Es un derecho reconocido por las Instituciones de la Comunidad Europea que los titulares de los derechos de propiedad intelectual únicamente pueden lograr su real efectividad actuando colectivamente a través de organizaciones que ejerzan facultades de mediación o gestión de los derechos mencionados. Por ello, teniendo en cuenta la normativa constitucional vigente, la evolución del Derecho comparado, y la experiencia acumulada sobre la materia, la Ley establece determinados derechos y obligaciones para las entidades de gestión que pretendan dedicarse a la gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual (arts. 147 y 148). Pero una cosa es reconocer la trascendencia, necesidad si se quiere, de la intervención de la entidad de gestión, y otra muy distinta dejar solucionado de un plumazo cuestiones procesales como la aplicación, o no, de la normativa común sobre la actuación procedimental de la misma. Decía al respecto Francisco Capilla Roncero que de ello se desprende que la entidad de gestión no queda dispensada de las normas comunes acerca de la necesidad de acreditar la condición con que actúa, para actuar eficazmente en el tráfico, habrá de acreditar que los derechos objetos de la actuación forman parte de su repertorio y que poseen facultades para desarrollar el comportamiento de que se trate. Y esto es lo que quiere indicar el contenido del art. 153 al disponer en su número primero que la gestión de los derechos será encomendada por sus titulares a la entidad mediante contrato cuya duración no podrá ser superior a cinco años, indefinidamente renovables, ni podrá imponer como obligatoria la gestión de todas las modalidades de explotación ni la de la totalidad de la obra o producción futura; y en su número segundo, que las entidades deberán establecer en sus estatutos las adecuadas disposiciones para asegurar una gestión libre de influencias de los usuarios de su repertorio y para evitar una injusta utilización preferencial de sus obras.

Desde este punto de vista de la gestión mediante contrato, el art. 503.2 LEC de 1881 disponía que a toda demanda debía acompañarse el documento o documentos que acrediten el carácter con el que el litigante se presente en juicio, en el caso de tener representación legal de alguna persona o corporación (art. 264.2.º LEC vigente). Y este precepto se concuerda con el inciso final del párrafo segundo del art. 150 de la Ley al señalar que el demandado podrá oponer exclusivamente, acreditándolo debidamente, la falta de representación de la actora, la autorización del titular del derecho exclusivo, o el pago de la remuneración correspondiente.

La sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 25 de abril de 1997, analizando un supuesto de legitimación activa, señaló que la entidad actora está facultada para gestionar los derechos colectivos de los productores, y que así le viene reconocido por disposición legal. Pero es que el art. 145 (por el vigente art. 150), a los efectos del art. 503 LEC, la entidad de gestión estará obligada a aportar al proceso copia de sus estatutos, así como certificación acreditativa de su autorización administrativa, pero añade que el demandado podrá oponer exclusivamente, acreditándolo debidamente, la falta de representación de la actora, la autorización del titular del derecho exclusivo, o el pago de la remuneración correspondiente. Vuelve el precepto a dar oportunidad al demandado de excepcionar la legitimación procesal, entendida ahora como legitimatio ad causam, y ciertamente lo hace con un carácter de inversión de la carga de la prueba, a la demandante solo le compete accionar, y al demandado excepcionar y probar, pero para excepcionar debe conocer en nombre de qué o quiénes productores se demanda, y con tal motivo, la Sala vuelve a aceptar las consideraciones que ya se apuntaban en la sentencia de 31 de diciembre de 1996. Si en virtud del art. 148 (actual 153) la gestión de los derechos será encomendada por sus titulares a la entidad mediante contrato, bien puede la referida entidad concretar con claridad y precisión en nombre de quién actúa, los programas que se emiten, las intromisiones realizadas por la entidad demandada, a los efectos que la demandada pueda conocer exactamente a qué se está refiriendo y poder probar si tiene la autorización del titular o si paga la remuneración correspondiente, no de esa forma tan genérica de aportar a las actuaciones un listado tan abundante que lo único que acredita es el número de asociados, pero no que los mismos se encuentren perjudicados por la actuación de la demandada, y además no se prueba la existencia de pacto o contrato con las entidades de producción que le faculte para el ejercicio de las acciones en defensa de los derechos que invoca, como tampoco prueba que las entidades que enumera sean socios de la actora, aunque aporta una relación de socios que nadie autentifica.

Sin embargo no es éste el criterio de la más reciente orientación del TS cuando en sentencia de 18 de octubre de 2001 viene a decir: Las entidades de gestión una vez autorizadas estarán legitimadas, en los términos que resulten de sus propios estatutos, para ejercer los derechos confiados a su gestión, y hacerlos valer en toda clase de procedimientos administrativos o judiciales, debe entenderse partiendo de la interpretación que la expresión «derechos confiados a su gestión» puesta en relación con la de «en los términos que resulten de sus estatutos» se refiere a aquellos derechos cuya gestión in genere constituye, de acuerdo con los estatutos, el objeto de actuación de la entidad de gestión, no a los concretos derechos individuales que, mediante contratos con los titulares de los mismos o acuerdos con otras organizaciones de idéntica finalidad, les hayan sido encomendados para su gestión; se atribuye así a la Entidad de Gestión (SGAE) legitimación para la defensa en juicio de los derechos a que se extiende su actividad, y entender que es necesaria la acreditación documental de la relación contractual establecida entre la Entidad con cada uno de los titulares del derecho de comunicación pública o de los acuerdos con otras entidades de idéntica función gestora, hace ineficaz, respecto de esta modalidad de derechos de autor, el sistema de protección establecido en la Ley, al no alcanzar la así dispensada los caracteres de real, concreta y efectiva que el texto legal propugna, resultando defraudados los intereses generales en la protección de la propiedad intelectual que justifica la concesión de autorización administrativa a las entidades de gestión.

De la misma manera se expresan dos sentencias del mismo TS, ambas de fecha 29 de octubre de 1999.

4.5.  Demandas en materia de publicidad

Hay que estar a la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad (BOE n.º 274, de 15 de noviembre), con sus modificaciones de Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género (BOE n.º 313, de 29 de diciembre); la Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al tabaquismo y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de productos del tabaco; y la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en materia de Seguridad Social.

Entendemos por publicidad, a tenor del art. 2, toda forma de comunicación realizada por una persona física o jurídica, pública o privada, en el ejercicio de una actividad comercial, industrial, artesanal o profesional, con el fin de promover de forma directa o indirecta la contratación de bienes muebles o inmuebles, servicios, derechos y obligaciones. Y sus destinatarios, que son las personas a las que se dirige el mensaje publicitario o a las que éste alcanza.

Se trata en definitiva de que los órganos administrativos competentes, las personas naturales o jurídicas que resultan afectadas y, en general, quienes tengan un derecho subjetivo o un interés legítimo pueden solicitar del anunciante la cesación o, en su caso, la rectificación de la publicidad ilícita, la engañosa y la desleal. Los arts. 3 a 7 de la Ley nos hablan de lo que debe entenderse por publicidad ilícita, engañosa, desleal, y subliminal.

Título IV. De la acción de cesación y rectificación de los procedimientos.

Hay que tener en cuenta la Disposición Derogatoria Única LEC que deroga los arts. 29, 30 y 33. Y la Ley 39/2002, de 28 de octubre, que da nueva redacción al art. 26 y 29.

Art. 25. 1. Cualquier persona natural o jurídica que resulte afectada y, en general, quienes tengan un derecho subjetivo o un interés legítimo, podrán solicitar del anunciante la cesación o, en su caso, la rectificación de la publicidad ilícita.

1 bis. Cuando una publicidad sea considerada ilícita por afectar a la utilización vejatoria o discriminatoria de la imagen de la mujer, podrán solicitar del anunciante su cesación y rectificación:


	
a) La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer. 

	
b) El Instituto de la Mujer o su equivalente en el ámbito autonómico. 

	
c) Las asociaciones legalmente constituidas que tengan como objetivo único la defensa de los intereses de la mujer y no incluyan como asociados a personas jurídicas con ánimo de lucro. 

	
d) Los titulares de un derecho o interés legítimo. 



2. Cuando una publicidad ilícita afecte a los intereses colectivos o difusos de los consumidores y usuarios, podrán solicitar del anunciante su cesación o rectificación:


	
a) El Instituto Nacional de Consumo y los órganos o entidades correspondientes de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones locales competentes en materia de defensa de los consumidores. 

	
b) Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los requisitos establecidos en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, o, en su caso, en la legislación autonómica en materia de defensa de los consumidores. 

	
c) Las entidades de otros Estados miembros de la Comunidad Europea a las que alude el art. 29. 

	
d) Los titulares de un derecho o de un interés legítimo. 



3. La solicitud se hará por escrito, en forma que permita tener constancia fehaciente de su fecha, de su recepción y de su contenido.

Art. 26 (Ley 39/2002). 1. La cesación podrá ser solicitada desde el comienzo hasta el fin de la actividad publicitaria.

2. Dentro de los quince días siguientes a la recepción de la solicitud, el anunciante comunicará al requirente en forma fehaciente su voluntad de cesar en la actividad publicitaria y procederá efectivamente a dicha cesación.

3. En los casos de silencio o negativa, o cuando no hubiera tenido lugar la cesación, el requirente, previa justificación de haber efectuado la solicitud de cesación, podrá ejercitar la acción prevista en el art. 29.

Art. 27. 1. La rectificación podrá solicitarse desde el inicio de la actividad publicitaria hasta siete días después de finalizada la misma.
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